C-2.958

En la ciudad de La Plata, a los 17 días del mes de septiembre de dos mil nueve, se reúnen en acuerdo ordinario los señores jueces designados para intervenir en la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, Carlos Alberto Mahiques, Jorge Hugo Celesia y Fernando Luis María Mancini, como consecuencia de la excusación de los magistrados originarios de esta sala, con el fin de resolver el recurso de casación interpuesto por el defensor de GUSTAVO DANIEL PRELLEZO, que tramita en la secretaría de esta sala bajo el número 2.958. Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación los jueces deberán observar el orden siguiente: CELESIA – MANCINI – MAHIQUES.

A N T E C E D E N T E S

El 2 de febrero de 2000, la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de Dolores decidió condenar a Gustavo Daniel Prellezo a la pena de reclusión perpetua, accesorias legales y costas, por considerarlo coautor de los delitos de estafa, en concurso real con sustracción de persona agravada por la muerte de la víctima, en concurso ideal con homicidio calificado por alevosía, este último en calidad de autor (arts. 54, 55, 172, 142 bis y 80 inciso 2°, CP).

Contra dicha resolución, el defensor de Prellezo interpuso el recurso de casación que figura a fojas 304/420 del presente legajo.

Integrada nuevamente esta sala como consecuencia de la excusación de los jueces originarios, luego del reenvío dispuesto por la Suprema Corte de esta provincia el 2 de julio de 2008,  hallándose la causa en estado de dictar sentencia, este tribunal decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Corresponde hacer lugar al recurso interpuesto?

A la cuestión planteada, el juez Celesia dijo:


1) I. Lo primero que denuncia el recurrente es la inobservancia de lo dispuesto por el artículo 3 inciso 5° de la ley 48.


Considera que la Cámara de Apelaciones de Dolores no era competente para intervenir en estos autos, al haber calificado los hechos como sustracción de persona agravada por la muerte de la víctima, en los términos del artículo 142 bis del Código Penal, cuyo juzgamiento, a su criterio, le correspondía a la justicia federal.


Argumenta, en este sentido, que el delito atribuido a Prellezo, de acuerdo con el tribunal, habría afectado una de las instituciones del Estado, al haber tenido por finalidad obstar la libertad de prensa, cuyo ejercicio hace a la esencia del régimen republicano.


Sostiene, en consecuencia, que la sentencia impugnada excede la competencia material de los tribunales locales y resulta violatoria del principio del juez natural.


II. No estoy de acuerdo con el defensor.


La Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene dicho que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3 inciso 5° de la ley 48  corresponden a la competencia ordinaria cuando “lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado nacional o alguna de sus instituciones” (CSJN, “Balestieri, Pablo A.”, sentencia del 10 de abril de 2004, LL, 2003 E, p. 91, entre muchos otros).


La cuestión, además, ha sido resuelta en esta causa no sólo por nuestros tribunales locales, sino también por la justicia federal, con motivo del pedido de inhibitoria interpuesto por la defensa técnica del coimputado Gregorio Ríos, rechazado en primera instancia por el juzgado Federal de Dolores, luego por la Cámara Federal de Apelaciones de Mar del Plata y, finalmente, por la Cámara Nacional de Casación Penal el 13 de octubre de 1998. 


En cuanto al intento de la defensa de demostrar un supuesto interés federal derivado de la condición de periodista de José Luis Cabezas, tampoco podría servir para fundar su planteo de incompetencia, por más que pudiera considerarse que haya existido, en el caso, una afectación a la libertad de prensa.


Justamente, en lo que respecta a la libertad de prensa, el artículo 32 de la Constitución Nacional establece que el Congreso Federal no dictará leyes que la restrinjan o establezcan sobre ella la jurisdicción federal. 


A esta regla no se le ha reconocido un carácter absoluto, pues la propia Corte Suprema ha considerado que existen casos en los que la justicia federal puede igualmente intervenir. Sin embargo, esta alternativa solamente resulta admisible cuando existe, paralelamente, la necesidad de defender un interés de carácter nacional (CSJN, Fallos 208:519), interés que debe diferenciarse de la mera existencia de un ataque directo o indirecto contra la libertad de prensa, que es, precisamente, la materia que el artículo 32 de la Constitución Nacional reserva a las jurisdicciones locales.


Por lo tanto, no advirtiéndose la existencia de un interés de carácter nacional derivado de la afectación a la libertad de prensa que permita establecer, en el caso, una excepción a lo dispuesto en el artículo 32 de la Constitución Nacional, considero que deben rechazarse tanto el planteo de falta de competencia como la pretendida violación a la garantía del juez natural.


2) I. En segundo lugar, el defensor solicita la nulidad de la sentencia por violación al principio de congruencia.


Sostiene que la sorpresiva aplicación del delito previsto en el artículo 142 bis del Código Penal le ha impedido al imputado defenderse previamente contra ese extremo de la sentencia.


II. Este planteo no puede prosperar.


La subsunción de la conducta que ha hecho el tribunal en la figura del artículo 142 bis del Código Penal no involucra, en el caso, un desplazamiento de los hechos de la acusación, pues todos los elementos típicos de esta figura se encuentran abarcados por las circunstancias fácticas concretas en las que se había fundado el agente fiscal para calificar los hechos como privación ilegal de la libertad agravada y homicidio agravado.  


No existe, por ende, ningún extremo de los hechos por los que fuera condenado Prellezo que no haya sido mencionado por el agente fiscal en su requerimiento de citación a juicio.



Tampoco se advierten razones para sostener que el cambio de calificación legal, aun sin haber variado los hechos, haya dejado a la defensa sin posibilidades de controvertir algún extremo relevante de la imputación, desde que la subsunción legal que decidieron los jueces en la sentencia se corresponde estrictamente con la que habían propuesto en su alegato los acusadores particulares. 


La defensa, por lo tanto, ha tenido suficiente oportunidad de controvertir esa calificación legal en el debate, de manera que no podría alegar, a esta altura, un supuesto estado de indefensión, que tampoco se ha ocupado de especificarlo.


Respecto de la posibilidad que tiene el representante del particular damnificado de postular una calificación legal diferente de la que propone el acusador público, considero que debe reconocérsele ampliamente esa facultad, con el fin de brindarle la mayor cantidad posible de herramientas para la defensa de sus intereses, dentro de los cuales se encuentra el que nace de la obligación estatal de actuar la ley penal frente a la comisión de un delito del que resulta particularmente ofendido (arts. 71, CP y 77, CPP, 8.1 y 25.1, CADH). 


Además, el artículo 368 del CPP, en su redacción vigente al momento del debate,  le reconocía expresamente al particular damnificado la facultad de realizar su propio alegato de acusación, y si bien omitía regular el supuesto en el que, con motivo del ejercicio de tal prerrogativa, proponía una calificación jurídica distinta que la fiscalía, frente a tal indefinición y siempre que ello no conllevara la afectación de algún derecho del imputado, correspondía interpretar aquella disposición en un sentido amplio, permitiéndole, sin excederse de los hechos de la acusación, acceder, a través de su propuesta, a un pronunciamiento útil relativo a sus pretensiones, en el marco de su derecho a la jurisdicción consagrado en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (véase, en el mismo sentido, CSJN, “Santillán, Francisco Agustín s/recurso de casación”, S. 1009, XXXII, sentencia del 13 de agosto de 1998; Corte IDH, “Caso de la masacre de la Rochela v. Colombia”, sentencia del 11 de mayo de 2007, consid. 146; y, en particular, “Bulacio v. Argentina”, sentencia del 18 de septiembre de 2003, consids. 110 y 111). Esta cuestión ha quedado totalmente clarificada a partir de la reforma introducida al artículo 368 del CPP por la ley 13.943.


Por tales razones, no mediando un desplazamiento de los hechos y existiendo una perfecta correlación entre la calificación legal del fallo impugnado y la que habían propuesto los particulares damnificados, corresponde descartar, en el caso, la alegada violación al principio de congruencia o cualquier otra afectación a la defensa en juicio.


3) I. El defensor sostiene, en tercer lugar, que los jueces de la Cámara de Apelaciones no se hallaban habilitados para intervenir en el juicio, por cuanto se habían expedido en la investigación preparatoria respecto de la participación de Gustavo Prellezo al confirmar la prisión preventiva de los coimputados Camaratta, Belawsky y Ríos.


A su criterio, el tribunal habría incurrido de ese modo en prejuzgamiento, violando el principio que prescribe que “quien instruye no debe juzgar”.


El defensor, además, destaca ciertas actitudes que habría tenido el tribunal durante la tramitación de las audiencias preliminar y de debate, las que a su criterio confirmarían las razones que habrían sustentado oportunamente la recusación de los magistrados. Cita, como ejemplo, la intolerancia que habría tenido el tribunal con ciertos testigos de la defensa y la actitud completamente contraria respecto de los testigos de la fiscalía. También menciona el hecho de que el tribunal no le haya concedido la palabra al imputado durante la audiencia preliminar, pese a sus insistentes pedidos.


A su vez, se queja de que la recusación originariamente planteada haya sido resuelta por la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, pues a su criterio correspondía que interviniera el Tribunal de Casación. Considera, por ello, que se ha violado el principio de improrrogabilidad de la competencia consagrado en el artículo 15 del derogado código de procedimientos. 


También se agravia de que los jueces hayan decidido continuar con la preparación del debate durante la tramitación del recurso contra el rechazo de la recusación.


Finalmente, el impugnante plantea la inconstitucionalidad del artículo 7 de la ley 12.059, pues lo considera violatorio de la garantía de imparcialidad.

 
II. No puedo compartir ninguno de estos planteos.


La respuesta que solía darse antiguamente a la cuestión sobre la imparcialidad judicial en el caso concreto, según la cual la actuación de los magistrados en etapas anteriores del proceso no los perjudica debido al carácter provisional de sus resoluciones, terminaría siendo reemplazada por otra igual de formal si se entendiese, en el extremo opuesto, que cualquier actuación del juez en una etapa anterior condiciona su imparcialidad para seguir interviniendo en el juicio.


Los viejos enfoques reducían la problemática de la impacialidad a un análisis estrictamente subjetivo, vinculado con la honorabilidad de los magistrados y sus condiciones intelectuales. Los desarrollos más recientes, en cambio, visualizan ese principio desde una perspectiva esencialmente objetiva.


Para el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, por ejemplo, la imparcialidad judicial posee diferentes aspectos, que pueden dividirse en uno subjetivo y otro objetivo. La imparcialidad “subjetiva” se refiere a la capacidad intelectual del juez de fallar con ecuanimidad y se presume, mientras no se pruebe lo contrario (TEDH: “Piersack vs. Bélgica”, sentencia del 1/10/82, Serie A, n° 53). La imparcialidad objetiva, en cambio, se compone de una serie de requisitos externos capaces de eliminar toda sospecha razonable de que el tribunal no asumirá en el caso una posición neutral (TEDH: “Piersack vs. Bélgica”, citado, y “De Cubber vs. Bélgica”, sentencia del 26/10/84, Serie A, n° 86, entre otros).


Esta línea jurisprudencial ha sido seguida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Herrera Ulloa vs. Costa Rica” (sentencia del 2 de julio de 2004, Serie C, n° 107) y luego receptada, con algunas variantes, por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los precedentes “Llerena, Horacio Luis s/recurso de hecho” (sentencia del 17 de mayo de 2005, causa n° 3221) y “Dieser, María Graciela y Fraticelli, Carlos Andrés s/recurso de hecho” (sentencia del 8 de agosto de 2006, causa n° 120/02), entre otros.


Estos nuevos enfoques representan un notorio avance respecto del anterior, en la medida en que resaltan el aspecto que verdaderamente define a la imparcialidad como garantía, que es su faz objetiva. Sin embargo, existe una cierta tendencia a introducir en esta discusión algunas consideraciones que exceden el estudio de lo que concierne específicamente al principio de imparcialidad.


En primer lugar, se suele confundir el análisis de este principio con otras cuestiones ajenas, más emparentadas con el proceso normal de formación del conocimiento que con la idea del juez como un tercero neutral. Esto es lo que sucede, por ejemplo, cuando se sostiene que se afecta la imparcialidad en todos aquellos supuestos en los que el juez posee una opinión preconcebida del caso. 


En segundo lugar, se suelen mezclar en esta discusión algunas consideraciones de política legislativa que no se relacionan tanto con el análisis de la afectación de la imparcialidad en el caso concreto. Por ejemplo, si bien podría convenirse que la forma más práctica y eficiente de garantizar la ajenidad de los jueces respecto del caso particular es impidiéndoles que intervengan en las etapas anteriores al debate, ello no necesariamente debe llevarnos a concluir que cualquier intervención anterior de los jueces condiciona efectivamente su imparcialidad. No se trata aquí de decidir sobre la mejor forma de legislar sobre ciertas cuestiones problemáticas vinculadas con la garantía de imparcialidad, sino de definir si en el caso concreto que se juzga han mediado situaciones que objetivamente permitan poner en duda esa condición del tribunal.


Imparcial -in partial- significa no ser parte, y sólo puede ser parte quien posee un interés personal que pueda verse afectado por el resultado de la sentencia (confr., por todos, Rubianes, Carlos J., “Derecho Procesal Penal”, Tomo I. Depalma, Buenos Aires, 1983, pp. 314 y 447 y ss.). 


La afectación a la imparcialidad queda configurada, de este modo, por la sola constatación de una circunstancia objetiva suficientemente reveladora de un interés personal en la causa, así se trate de disposiciones internas como el odio o la enemistad, independientemente de que el juez pueda, a nivel subjetivo, eludir exitosamente ese obstáculo y fallar con ecuanimidad. 


El prejuicio, entendido, en lo que aquí interesa, como la acción y el efecto de juzgar las cosas  antes del tiempo oportuno o sin tener de ellas un cabal conocimiento, puede representar, desde esta perspectiva amplia, una de las tantas circunstancias objetivas capaces de hacer nacer un interés personal del juez en la resolución de la causa. Sin embargo, su existencia no siempre afecta la imparcialidad.


En el caso particular de los jueces del tribunal oral que intervinieron en actos anteriores del proceso, el prejuicio derivado del dictado de una resolución no definitiva puede asumir la forma de un verdadero prejuzgamiento o de una simple emisión de opinión de carácter provisorio. En el primer supuesto podría decirse que existe un claro interés en la resolución de la causa, desde que la toma de decisión definitiva que implica el prejuzgamiento conlleva, a menudo, una fuerte inclinación (intelectual o moral) a seguir sosteniendo el mismo punto de vista. En cambio, en el caso de la simple opinión provisoria, su repercusión a nivel intelectual forma parte o no difiere sustancialmente de la confrontación de ideas que tiene lugar en todo proceso normal de formación del conocimiento.


El prejuzgamiento, como fuente generadora de un interés personal, puede ser total o parcial y no necesariamente debe emanar de una sentencia definitiva. Es posible incurrir en prejuzgamiento a través del dictado de una resolución provisoria. Lo que distingue al prejuzgamiento de la simple emisión de opinión es el nacimiento de un interés concreto, en el primero de los casos, producto del adelanto de una opinión que encierra, por su carácter, la posibilidad de una eventual contradicción con el contenido de la sentencia. 


El juez que dicta una resolución provisoria sobre una cuestión de fondo, en base a un material probatorio también provisorio, tiene, en principio, la posibilidad intelectual y legal de decidir algo distinto en la sentencia sin incurrir en contradicción. Todo esto depende, por supuesto, de las particularidades de cada caso concreto. Puede suceder, por ejemplo, que las afirmaciones contenidas en una resolución provisoria hayan sido expuestas de tal manera que resulten incompatibles con la decisión que pueda corresponder dictar en el futuro, como el caso del juez que, al confirmar la prisión preventiva, sostiene que existe “certeza” o que “no tiene dudas” de que el imputado es autor del delito. En este supuesto, en el que la afirmación del juzgador va más allá de lo necesario para el dictado de la resolución provisoria, lo cual conlleva una opinión de igual o similar tenor a la que debe emitir en el futuro, luego no podría revertir esa convicción sin contradecirse expresamente, lo que le generaría un compromiso intelectual y, posiblemente, legal. Esta necesidad eventual de no contradecirse, sumada al efecto psíquico que, de por sí, genera la asunción definitiva de un determinado punto de vista, representan un claro interés personal en el resultado de la controversia y, por ende, le quitan al juez su condición imparcial. 


Este es, a mi juicio, el fundamento que subyace detrás de las previsiones del artículo 47 inciso 1° de CPP y el que debe guiar la interpretación del inciso 13, que se refiere genéricamente a cualquier circunstancia que, por su gravedad, afecte la independencia o la imparcialidad de los magistrados.


En cambio, cuando la ley procesal prevé un estándar probatorio inferior para el dictado de la resolución provisoria y el juez se limita a aplicar ese estándar, por más que haya emitido una opinión, ésta será siempre provisional y la solución que pueda adoptar en el futuro no lo conducirá a una contradicción, menos aún cuando la sentencia, como sucede en el caso de los juicios orales, deberá fundarse en un material probatorio sustancialmente distinto.


En estos supuestos, en los que el juez puede modificar su opinión sin contradecirse, a lo sumo podría decirse que posee un condicionamiento subjetivo, debido a la contaminación intelectual derivada de haberse formado una opinión previa y de haber tenido contacto con las pruebas provisorias. Estas circunstancias, sin embargo, no revisten la gravedad necesaria como para colocar al juez en un dilema eventual, sino que forman parte del sinnúmero de conocimientos previos, prejuicios comunes, preocupaciones, sentimientos y demás sensaciones humanas que influyen normalmente en el proceso intelectual de toda persona, al margen de su posición objetivamente neutral respecto de los intereses de las partes.


Debe diferenciarse, de este modo, el grave impedimento subjetivo derivado de la existencia de un interés particular en la resolución de la causa, del resto de los condicionamientos que no revisten suficiente entidad para hacer nacer ese interés y que permanecen, por lo tanto, en la esfera subjetiva del juez, de quien se esperan las condiciones intelectuales necesarias para superar esos y otros tantos obstáculos para poder fallar con ecuanimidad. Cuando esto no sucede, queda subsistente la posibilidad de demostrar que la sentencia es arbitraria, pero esta eventualidad, de la que no se encuentran exentos ni los procesos más modernos, solamente resulta controlable al momento de la resolución definitiva y no ex ante, a través del sistema de recusaciones.


El estudio de los factores que inciden en el proceso cognitivo del ser humano y de las diferentes propuestas para objetivar, en la mayor medida posible, la tarea de juzgar, no es una cuestión menor, pero involucra una discusión mucho más compleja que excede ampliamente el análisis de la garantía de imparcialidad e inclusive las posibilidades reales de este tribunal de revisar la presente sentencia en base las reglas procesales que rigieron durante el trámite de la investigación y del juicio, las que en abstracto no resultan lesivas de ningún principio constitucional.


La existencia de una opinión previa acerca de un determinado asunto o el contacto anterior con elementos de prueba provisorios, en definitiva, no representan, en sí mismos, ningún obstáculo desde la óptica de la imparcialidad. El problema residiría, antes bien, en la forma en que la opinión anterior habría sido expresada en la resolución provisoria.


En este sentido parece haberse orientado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos a partir de los precedentes “Hauschildt vs. Dinamarca” (sent. del 24/5/89, serie A, n° 154) y “Saraiva de Carvalho vs. Portugal” (sent. Del 22/4/94), en los que ha entendido, con mayor prudencia, que “el mero hecho de que un juez de tribunal de juicio o un juez de apelación... también haya tomado decisiones previas al juicio, incluyendo aquellas relacionadas con la prisión preventiva, no puede ser considerado en sí mismo como justificante de los temores en cuanto a la imparcialidad del juez” (“Hauschildt”, cit., consid. 50), llegando a admitir, en el segundo de los fallos mencionados, la posibilidad de que el tribunal pueda mantener su imparcialidad pese a haber emitido una opinión provisoria sobre la cuestión de fondo.


En este último fallo, el juez que presidía el tribunal de juicio había dictado un “despacho” en el que controlaba la regularidad de la instrucción y la inexistencia de motivos que impidiesen un examen del fondo del asunto. Además, había decretado que los indicios presentados por el Ministerio Público no bastaban para abrir un debate serio respecto de la imputación a cuatro inculpados, por lo cual rechazó la remisión a juicio, autorizándola respecto de los demás.


En este caso, el TEDH decidió que tal “despacho” implicaba un análisis de cuestiones diferentes a las de un juicio definitivo, pues se diferenciaba de los casos “Piersack” y “De Cubber” “por la naturaleza de las tareas que los jueces habían ejecutado antes de examinar el fondo”, sosteniendo especialmente que el rol del juez cuestionado no había consistido en asegurar la existencia de “sospechas particularmente confirmadas”, como había sucedido en “Hauschildt”, sino tan sólo la existencia de “indicios vehementes”.


Esta jurisprudencia ha sido ratificada por el TEDH en los casos “Fey v. Austria” (Serie A, 255) y “Castillo Algar v. España” (Sentencia del 28 de octubre de 1998).


Como se puede ver, la constatación del compromiso del juez con la resolución anterior y que haría nacer en él aquel interés personal que, a su vez, fundamentaría la sospecha de parcialidad, sólo podría provenir de un análisis casuístico referido a la índole de la resolución y, fundamentalmente, al alcance con el que ésta había sido emitida. 


La genérica mención de la actuación del juez en etapas anteriores al juicio, sin ninguna atención a su contenido, únicamente alcanzaría para fundar la sospecha acerca de la existencia de un interés personal, el que a su vez fundamentaría una sospecha sobre un eventual condicionamiento subjetivo (es decir, un “temor” del “temor de parcialidad”), con lo que queda en evidencia que la tesis que se contenta con la mera intervención anterior de los jueces, cualquiera haya sido su índole, termina fundando la violación a la garantía de imparcialidad en un supuesto interés personal que ni siquiera se encuentra probado.


Una última cuestión que corresponde dejar en claro es que en el caso de autos no se encuentra en discusión el principio invocado por la defensa de que “el juez que instruye no debe juzgar”.


El juez que tiene a su cargo la instrucción de la causa no sólo realiza un acto meramente jurisdiccional al intervenir en las etapas previas al juicio, sino que lleva adelante una verdadera tarea de investigación, cuyo eventual fracaso puede comprometer su responsabilidad, no sólo por las posibles deficiencias en la realización de determinados actos procesales, sino también por la tarea que el Estado deposita en él, concediéndole facultades persecutorias que hoy en día ya no se discute que le pertenecen al Ministerio Fiscal.


La naturaleza de la posición asumida por el juez que instruye, imbuido de facultades persecutorias y sus consecuentes responsabilidades, representa, por ende, aquel interés personal en la resolución de la causa que funda el temor de parcialidad. De ahí que no resulten cuestionables, a mi criterio, las tajantes afirmaciones vertidas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los autos “Llerena”, anteriormente citados.


Esta situación no resulta asimilable a los supuestos como el de autos, en los que la intervención anterior de los magistrados se redujo a una actividad meramente jurisdiccional y de carácter provisorio, extremo que requiere, como vimos, un minucioso análisis en cada caso concreto tendiente a determinar si lo resuelto compromete de algún modo sus opiniones y, por lo tanto, hace nacer en ellos un interés personal en la resolución de la causa.


En lo que concierne específicamente a la situación de Gustavo Prellezo, la intervención de los jueces durante la investigación preparatoria se ha limitado a confirmar la prisión preventiva, no de él, sino de los coimputados Camaratta, Belawsky y Ríos, a través de un análisis provisorio de los hechos, circunscripto a un material probatorio también provisorio en el que se hacen alusiones a la intervención de Prellezo, pero sin que se advierta y sin que haya demostrado la defensa alguna afirmación excesiva que pudiera haber generado en el tribunal algún interés capaz de perjudicar, desde el punto de vista objetivo, su condición de tercero imparcial (art. 47 incisos 1° y 13, CP). 


No parecen relevantes, en este punto, las apreciaciones puramente personales del recurrente acerca del supuesto tratamiento dispar que los jueces le habrían deparado durante el debate a los testigos propuestos por la defensa, respecto de lo cual tampoco se han mencionado suficientes referencias que permitan negar que la actitud del tribunal haya estado justificada.


En cuanto a la negativa del tribunal de concederle la palabra a Prellezo durante la audiencia preliminar, parece excesivo derivar de ello una presunción de que el tribunal ha sido parcial, sobre todo cuando la intervención del imputado en esa audiencia, que es eminentemente técnica, no se encuentra expresamente prevista y su asistencia suele considerarse satisfecha con la intervención de su abogado defensor (art. 338, CPP).


Tampoco resulta pertinente a esta altura ingresar al análisis del agravio relacionado con la competencia que poseían los jueces de la Cámara de Apelaciones en lo Civil para resolver la recusación planteada por la defensa, pues se trata de una cuestión que atañe solamente al aspecto formal de un trámite que ha sido reeditado en el juicio y luego resuelto por este tribunal.


En lo que respecta a la decisión de los jueces de continuar con la preparación del debate mientras tramitaba el recurso contra el rechazo de la recusación, no se advierte, en el caso particular, que de ello se haya derivado algún perjuicio indebido en los intereses de la defensa, desde que los artículos 338 y 429 del CPP solamente admiten contra dichas resoluciones el recurso de reposición o la protesta, que equivaldrá a la reserva de los recursos de casación y extraordinarios que pudieran deducirse contra la sentencia definitiva.


Por lo tanto, propongo que se rechacen todos los agravios de la defensa vinculados con la violación a la garantía de imparcialidad, incluido su pedido de inconstitucionalidad del artículo 7 de la ley 12.059, por las mismas razones.


4) I. El recurrente denuncia, en cuarto lugar, una violación al derecho de ser oído. 


Comenta que en el juicio, durante los alegatos de esa parte, el público presente habría alcanzado a oír, debido a los micrófonos, que el juez Begué le había preguntado a su colega Susana Yaltone si entendía algo, a lo que ella le habría respondido que no.


Dice el defensor que la incomprensión de los jueces pudo haber sido causada por la complejidad de la estructura de sus planteos, situación que pudo haber sido suplida, a su criterio, requiriéndole el desarrollo de aclaraciones o explicaciones.


Concluye, por ello, que la confesión del tribunal acerca de su incapacidad para la comprensión del método y lenguaje científicos, hecha pública durante el debate, encierra una violación al derecho que tenía Gustavo Prellezo de ser oído durante la audiencia de debate.


II. Este agravio tampoco puede prosperar.


Sin necesidad de entrar en consideraciones puntuales acerca de las aludidas expresiones de los jueces Begué y Yaltone, ni tampoco respecto de la técnica empleada por el defensor para fundar su alegato, en el caso no se advierte que se haya configurado la alegada violación al derecho a ser oído.


No se desprende de la sentencia impugnada ni el abogado ha precisado en su recurso cuáles habrían sido los planteos concretos que el tribunal no habría entendido, de manera que sus alegaciones no resultan suficientes para demostrar que la estrategia elegida por el defensor o la supuesta falta de comprensión del tribunal se hayan traducido, en el caso, en una violación al derecho de defensa de Gustavo Prellezo.


5) I. El recurrente considera, por otra parte, que los fundamentos de la sentencia resultan violatorios del derecho del imputado a no ser obligado a declarar contra sí mismo, contenido en el artículo 8.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


Puntualmente se queja de que la mayoría del tribunal, al tratar lo relativo a la participación de Prellezo en la cuestión tercera del veredicto, haya valorado el silencio del imputado como una presunción en su contra. 


Este supuesto déficit en la motivación del voto mayoritario, a criterio del defensor, habría quedado en evidencia en dos pasajes distintos del veredicto.


En el primero de ellos, los jueces dijeron: “Otro elemento que concurre a restar credibilidad a los dichos de Gustavo Prellezo, se desprende de su negativa a brindar cualquier circunstancia que se refiera a la ocasión y modalidades en que adquirió el Dodge 1500 celeste turquesa, utilizado para trasladar al grupo de los hornenses a Valeria del Mar”.


Más tarde, los jueces sostuvieron que “además de la prueba colectada de manera independiente de los dichos de todos los declarantes que en un caso los corroboran y en otro lo desmienten, existe otra circunstancia, advertida en el curso de la audiencia, que concurre a ratificar la convicción anticipada... Al término de su declaración, uno de los contradictores, más concretamente Horacio Anselmo Braga, lo invitó a mantener un careo sobre los puntos en que divergían ambas declaraciones que se habían expuesto en el curso de la audiencia... Gustavo Daniel Prellezo, que mantuvo constante actividad en el curso del debate ejerciendo un constante control sobre la prueba rendida y que incluso efectuó interrogatorios que derivaron en auténticos careos, se negó, prefirió el silencio... De tal forma, aunque ejercitando su derecho privó al tribunal de observar con la inmediatez de los actos llevados ante su presencia de extraer sus propias conclusiones”.


Considera, en virtud de ello, que el tribunal ha incumplido con lo dispuesto en el artículo 310 del CPP, valorando el silencio del imputado como un elemento de cargo. 


II. Si bien debo coincidir en algún punto con las apreciaciones del defensor, la deficiencia que advierto en el razonamiento del voto mayoritario, de todos modos, no posee la relevancia suficiente como para invalidar el fallo impugnado.



De los dos pasajes del razonamiento del tribunal que la defensa cuestiona considero que solamente el segundo de ellos exhibe inconvenientes desde la óptica de la prohibición de obligar al imputado a declarar contra sí mismo.


En el primero, los jueces que formaron mayoría se han limitado a valorar la negativa del imputado “a brindar cualquier circunstancia que se refiera a la ocasión y modalidad en que adquirió el Dodge 1500” como una demostración de que su versión era mendaz, pero no como una prueba de su participación en el hecho.


En este caso, la afirmación del tribunal se ha referido a circunstancias concretas de su forma de declarar que, a su criterio, le restaban credibilidad, que es lo mismo que sucede, por ejemplo, cuando se considera que el imputado ha sido mendaz debido a los continuos espacios de silencio en su relato o porque no ha explicado satisfactoriamente ciertas circunstancias por él alegadas.


Que la decisión del imputado de no declarar en el juicio no pueda ser utilizada como una presunción en su contra, según la cláusula constitucional, no significa que su versión de los hechos no pueda ser descalificada por mendaz cuando su silencio respecto de determinados aspectos relevantes deja sin explicación suficiente el resto de sus afirmaciones. No se trata, por ende, de la valoración del silencio del imputado como una prueba de cargo, sino de un análisis de la coherencia interna de su declaración y de la suficiencia de sus afirmaciones.


Distinta debe ser mi conclusión en lo que respecta al segundo de los pasajes del razonamiento del tribunal, en el que ha utilizado la decisión de Prellezo de no mantener un careo con Horacio Braga como una ratificación del contenido de las declaraciones de este último y de los coimputados Auge, González y Retana.


Esta vez no se trata de la simple apreciación de la sinceridad del relato de Gustavo Prellezo, sino de una verdadera utilización de su derecho al silencio como una ratificación del resto del cuadro probatorio. No quedan dudas, por ende, de que este tramo del razonamiento del tribunal resulta violatorio de la alegada prohibición constitucional.


De todos modos, la deficiencia señalada no determina, a mi juicio, la invalidez del razonamiento del tribunal, pues su afirmación acerca de la credibilidad que merecían las declaraciones de los integrantes del grupo de Los Hornos se ha sustentado en forma independiente en su extenso desarrollo sobre el resto de las presunciones.


El propio tribunal se ha ocupado de destacar esta circunstancia, aclarando que la mención del silencio de Prellezo solamente concurría a ratificar su convicción, que se había fundado de manera independiente en los dichos del resto de los declarantes, extremo que no ha sido motivo de agravio por parte de la defensa.


Por lo tanto, si bien considero que le asiste razón al defensor cuando se queja de que el tribunal haya mencionado el silencio de Prellezo como un elemento que ratificaba su convicción acerca de su participación en el hecho, su pedido de nulidad no puede prosperar, debido a que la supresión de aquella afirmación no determina la invalidez de la totalidad del razonamiento, que se sustenta de manera independiente en las declaraciones del resto de los imputados y en una buena cantidad de presunciones concordantes, a las que me referiré más adelante, al abordar el agravio relativo a la coherencia interna de los fundamentos del fallo.


6) I. También plantea el defensor la nulidad del pronunciamiento por violación a la regla de exclusión probatoria del artículo 211 del CPP.

 
Se queja puntualmente de que el tribunal haya limitado dicha exclusión al testimonio del perito Abásolo, cuando a su criterio correspondía extenderla a la de los peritajes y los actos que lo tenían por causa y sustento.


II. Tampoco puedo acompañar al recurrente en este planteo.


El tribunal de juicio, con mayoría de votos, expresamente consideró a fojas 29 y 30 de la sentencia que no debía valorarse el dictamen del perito Abásolo como prueba de cargo, sin que se advierta qué incidencia habría tenido esa prueba en el fallo. Tampoco ha especificado el recurrente, ni se advierte, cuáles serían las pruebas que, a su criterio, estarían vinculadas con ese dictamen a punto tal de ser alcanzadas por su nulidad, de manera que su planteo debe ser rechazado, debido a su falta de adecuación a lo normado en el artículo 207 del CPP.


7) I. Otro punto de la sentencia que el recurrente critica es la confusión en la que habrían incurrido los jueces respecto del objeto al que se habría referido la defensa cuando cuestionara en su alegato la validez del secuestro de la cámara fotográfica del interior del canal.


El defensor explica que el secuestro mencionado por él en el debate era el que había sido practicado el 26 de enero de 1997 y no la plaqueta secuestrada el 25 de ese mismo mes. 


Considera que era clara la prueba de que la cámara que tenía José Luis Cabezas en el momento de su trágica desaparición había sido incinerada con él. A su modo de ver, el tribunal habría pretendido ignorar el carácter fraudulento del secuestro de una cámara que apareció mágicamente casi intacta después de haber sido incinerada o despedazada y repartida a los cuatro vientos.


II. No comparto este planteo.


Aun cuando hubiera existido verdaderamente un error del tribunal en la apreciación de lo que había planteado la defensa, ello, por sí mismo, no determina la nulidad de la sentencia. 


En el caso de autos, el malentendido estaría referido al intento de la defensa de demostrar que el secuestro de la cámara fotográfica del interior del canal había sido nulo. Sin embargo, el defensor no ha especificado cuál sería el supuesto defecto del procedimiento que generaría la nulidad del secuestro. Si a lo que el recurrente se refiere es, en realidad, a la posibilidad de que el hallazgo de la cámara haya sido fraudulento, el problema parecería vincularse más con una cuestión probatoria que con el régimen de las nulidades.  


Al respecto, el tribunal se ha ocupado de aclarar a fojas 31 de la sentencia, mediante el voto del juez Begué, que existían en autos suficientes elementos de juicio, como los testimonios de María Cristina Robledo, Hugo Nelson Ropero, Gabriel Micchi y Eduardo Lerke, así como los peritajes de fs. 19 y 220/255, que ponían de relieve que la cámara fotográfica de José Luis Cabezas era la que había sido secuestrada en el canal mediante la  diligencia instrumentada a fs. 11.263.


El planteo de la defensa, por lo tanto, resulta insuficiente, por cuanto se limita a destacar el supuesto error del tribunal en la apreciación de sus afirmaciones en el alegato, sin hacer ninguna referencia a los fundamentos independientes por los cuales el a quo había considerado probado que la cámara fotográfica secuestrada en el canal era la que le pertenecía a José Luis Cabezas.


8) El defensor considera, por otra parte, que el razonamiento del tribunal es arbitrario y no está claramente sustentado en la lógica, ni en la experiencia común, ni en el recto entendimiento humano. 


Sostiene que la fundamentación de la sentencia es aparente y caprichosa.


Menciona, para fundar su pretensión, los defectos ya apuntados respecto de la valoración del silencio de Gustavo Prellezo como un elemento de cargo. Considera, también, que son falsas las afirmaciones del tribunal acerca de la posibilidad que tuvieron Auge y Retana de ver el momento de la ejecución de Cabezas.


También menciona un pasaje del voto del juez Begué en el que habría utilizado como recurso argumentativo la formulación de una serie de interrogantes sin sus correspondientes respuestas, a partir de lo cual extrae su conclusión de que el tribunal, como no tenía respuesta para tales interrogantes, invirtió la carga de la prueba y convirtió una simple sospecha en la certeza total de la culpabilidad de su defendido.


Finalmente, critica que el tribunal haya considerado menores las discordancias existentes entre las declaraciones de los integrantes del grupo de Los Hornos, concretamente, las referidas al lugar de la cabeza de la víctima en que el ejecutor habría colocado el arma de fuego. 


Solicita, en consecuencia, que se declare la nulidad de la sentencia por violación del artículo 210 del CPP.


Gustavo Prellezo, en distintos ítems de su memorial presentado a fojas 1111/1279, también cuestiona el razonamiento del tribunal vinculado con su participación en el mismo hecho.


Sostiene, en primer lugar, que la versión de los hornenses acerca de su presencia en las afueras de la fiesta de Andreani es falsa, pues él había manifestado que nunca había estado en ese lugar.


Además, sostiene que sus dichos se encuentran avalados por los testimonios de Diana Solana de Baffigi, Marta Cecilia Maestelli, Miguel Celsio Bogado, Horacio Orlando Sonetti y Gabriel Alberto Lorenzo, quienes aseguraron no haberlo visto ni hablado con él, como lo declarara el grupo de Los Hornos.


Dice, a su vez, que los testigos Bogado y Sonetti habrían manifestado que el automóvil de las personas que se hallaban en la fiesta de Andreani era un Fiat Duna y no un Fiat Uno. Estos también habrían referido, según Prellezo, que afuera de la fiesta había otros automóviles, tales como un Ford Fiesta blanco y una camioneta, los que parecían comunicarse entre sí a través de señales.


En base a ello, concluye que las pruebas de la causa demuestran que él no estuvo en ese lugar y que, por lo tanto, no participó en el homicidio de Cabezas.


Por otra parte, el imputado se queja de que el tribunal no haya valorado las declaraciones de Héctor Oscar Carabati, Hugo Román y Carlos Eleodoro Negrete, quienes aseguraron haberlo visto el día 25 de enero de 1997, cuando circulaba solo en su automóvil, entre las 6:00 y las 6:45 de la mañana.


También enumera una serie de discordancias y contradicciones en que habrían incurrido los hornenses al referirse a la compra de combustible, tanto entre sí como en lo que respecta a los peritajes del Laboratorio Químico de la Superintendencia de la Policía Científica y del Centro de Investigaciones Científicas.


En cuanto al pasaje de las declaraciones de los integrantes del grupo de Los Hornos referido al acto de secuestro de José Luis Cabezas, el imputado menciona los testimonios de Lucilo y Rafael Giménez, quienes habrían visto un solo auto, con cuatro personas y no tres, como lo declararan Auge, González, Braga y Retana. 

Dice que los testigos también manifestaron haber visto a un hombre en motocicleta que les habría prestado apoyo y que los secuestradores habrían golpeado a la víctima para reducirla, lo que se diferenciaría con la declaración de los hornenses, quienes habrían sostenido que la víctima no había ofrecido ninguna resistencia y que ellos no la habían golpeado.

Con respecto al relato de lo ocurrido en el interior de la cava, Prellezo sostiene que no coincide la hora en que la víctima se habría retirado de la fiesta y el horario de su muerte, según los peritos.

También menciona que, durante la reconstrucción de los hechos, los hornenses fueron imprecisos en cuanto a las distancias y, además, ubicaron al automóvil en el interior de la cava en un lugar distinto al que se puede apreciar en las fotos del hecho agregadas a la causa.

A su vez, menciona la declaración prestada por el perito Darío Amado el 12 de septiembre de 1997, en la que sostuvo que las heridas sufridas por la víctima debieron necesariamente haber producido sangrado, lo que no se correspondería con el no hallazgo de sangre ni signos de arrastre del cuerpo ni de borrado de manchas u otras huellas. Concluye, debido a ello, que la explicación más lógica es que la víctima fue ultimada dentro del automóvil, en contradicción con lo que habían declarado los hornenses.

Además, menciona el imputado otra serie circunstancias acerca de las cuales habría quedado probado que los hornenses habrían mentido, tales como la identidad de la billetera de Cabezas, la dirección de los disparos que impactaron en la cabeza de la víctima y la identidad de la cámara fotográfica secuestrada.

También considera que los jueces fueron arbitrarios al determinar que el automóvil usado en el hecho era el Fiat Uno denunciado por su ex esposa como robado, pues, tal como él lo declaró, el automóvil en el que se trasladó el 24 de enero de 1997 a Pinamar era el Fiat Uno blanco y de dos puertas, que le pertenecía a su ex cuñada. 

Otro aspecto de la sentencia que el imputado cuestiona es la valoración de tres llamados, uno recibido y los otros dos efectuados por su teléfono celular entre las 20:48 del 24 de enero de 1997 y las 09:59 del día siguiente.

Sostiene que él no se hallaba en Pinamar el 24 de enero y asegura que el teléfono celular se lo había olvidado en esa localidad. 

En cuanto al llamado recibido a las 20:48 del día 24 de enero, de una duración de veinte segundos, presume que ha sido un error de la compañía prestadora del servicio. Además, sostiene que el sistema “Excalibur” es falible y, por lo tanto, no ofrece ningún resultado certero.

En lo que respecta al llamado de las 08:27 del 25 de enero, explica que estuvo dirigido al domicilio de Aníbal Luna y al solo efecto de desarle un feliz cumpleaños a Camaratta.

Finalmente, en cuanto al llamado de las 09:59 de ese mismo día, sostiene que se dirigió a su ex esposa para avisarle que ya iba en camino y que quería pasar a buscar a su hija para ir al cumpleaños de su padre.

Prellezo se agravia, además, de que los jueces omitieran valorar el peritaje virtual de reconstrucción del hecho, del que se desprendería que ni Auge ni Retana pudieron haber visto los pormenores de la ejecución de Cabezas.

También se queja de la valoración que ha hecho el tribunal respecto del hallazgo de la cámara fotográfica supuestamente sustraída a la víctima. A su modo de ver, la cámara secuestrada en el interior del Canal 1 no era la de José Luis Cabezas.

Considera, por todo ello, que las mencionadas discordancias y hallazgos dudosos de elementos corroborantes demuestran la mendacidad de las declaraciones de los hornenses y el claro intento de incriminarlo falsamente en el secuestro y homicidio de José Luis Cabezas.


II. Ninguno de estos planteos puede prosperar.


En cuanto a la forma en que el tribunal habría valorado la confesión del imputado, me remito a lo ya expresado al analizar los anteriores cuestionamientos de la defensa relacionados con la garantía contra la autoincriminación, fundamentalmente en lo que respecta a la independencia de la construcción probatoria del tribunal acerca de la participación de Gustavo Prellezo.


En lo concerniente a la posibilidad que tenían Auge y Retana de visualizar, desde su posición, el momento de la ejecución de José Luis Cabezas, el tribunal ha tenido oportunidad de asistir a la reconstrucción de los hechos, constatando directamente dicha circunstancia, tal como ha quedado  afirmado en la sentencia. La defensa se ha limitado a contradecir esta afirmación, pero no ha brindado ningún tipo de explicación que permita vislumbrar al menos la posibilidad de que el tribunal se haya equivocado acerca de lo que percibió directamente mediante sus sentidos.


En cuanto a la supuesta inversión de la carga de la prueba derivada de la formulación, por la mayoría del tribunal, de un listado de interrogantes a los que no le habría dado expresa respuesta, se trata solamente de un recurso que ha elegido el a quo para expresar que todos los datos concretos de los que extrajo sus conclusiones no admitían otras explicaciones más convincentes.


La opinión de los magistrados eventualmente podría haber sido contradicha desde el punto de vista probatorio, pero derivar del aludido recurso argumentativo del tribunal una inversión de la carga de la prueba es excesivo y además incorrecto. Tal afirmación sólo podría provenir de una lectura parcializada de la sentencia. Analizada ésta en su integridad, se entiende perfectamente a qué se refería el tribunal, cuyos fundamentos no exhiben ningún extremo de la imputación que no haya sido debidamente abordado.


En lo que respecta a las contradicciones existentes entre las declaraciones de los integrantes del grupo de Los Hornos, el defensor particular, en concreto, se ha limitado a destacar sólo una, en la que el tribunal habría considerado mínima la discordancia acerca del lugar de la cabeza en el que le habrían apuntado a la víctima. Por lo tanto, así planteado el agravio, el argumento de la defensa carece de la suficiencia necesaria para demostrar que la sentencia haya sido arbitraria, pues, más allá de sus alegaciones acerca de la estructura lógica de la argumentación del tribunal, no explica por qué esa sola razón conduciría a considerar que los declarantes han sido mendaces, sobre todo cuando se sabe que cada uno de ellos percibió la ejecución desde lugares distintos, lo cual permitiría, en principio, explicar esas diferentes apreciaciones.


Los fundamentos dados por el tribunal para justificar su convicción acerca de la participación de Gustavo Prellezo en el homicidio de Cabezas, contrariamente a lo que sostiene el recurrente, exhiben un razonamiento coherente y adecuado a las pruebas de la causa.


Los cuatro integrantes del grupo de Los Hornos: Horacio Braga, José Luis Auge, Sergio González y Héctor Retana, confesaron haber sido reclutados por Gustavo Prellezo para participar en una conspiración que tenía por objeto privar de su libertad e intimidar a José Luis Cabezas.


González y Braga admitieron haber interceptado y aprehendido a Cabezas, introduciéndolo en su propio automóvil y trasladándolo hasta una excavación ubicada a quince quilómetros de Pinamar, en el partido de General Madariaga. 


Todos declararon que cuando llegaron a la excavación, Prellezo le colocó a Cabezas unas esposas, lo trasladó de un brazo hasta una pared de la cava, lo hizo arrodillar y le efectuó un primer disparo en el cráneo, desde corta distancia, con un revólver calibre 32 largo. Luego se alejó unos pasos y le efectuó un segundo disparo, cuando el cuerpo de Cabezas ya se encontraba caído.


Después de ello, según los cuatro declarantes, Prellezo se dirigió al Fiat Uno blanco y extrajo un bidón lleno de combustible, con el cual rociaron todo el interior del Ford Fiesta, en el que había sido introducido previamente el cuerpo sin vida de José Luis Cabezas, prendiéndolo fuego.


La ex esposa del imputado, Silvia Belawsky, conforme con lo que surge de la transcripción contenida en las fojas 279 y 280 del veredicto, declaró que a medida que iba pasando el tiempo comenzaba a sospechar que Prellezo podía estar involucrado en el crimen de Cabezas, por lo que “comienza a preguntarle y a interrogarlo..., se produce una violenta discusión y Gustavo le dice 'vos querés saber la verdad Yabrán está detrás de todo esto... como vos sabés, yo y Ríos trabajamos para él, nunca en tu vida se te ocurra abrir la boca si no querés que te pase algo”. Refuerzan esta afirmación, entre otras presunciones, las que se derivan de los llamados telefónicos constatados entre Gregorio Ríos y Gustavo Prellezo (fs. 375/381 del presente legajo).


En el dormitorio de Prellezo de la casa de sus padres se secuestraron, además, un par de esposas marca “Aleatraz” (fs. 8.526),  idénticas a las que se habían utilizado para sujetar a Cabezas (foja 1 vta.).


También corroboran las manifestaciones de los integrantes del grupo de Los Hornos los testimonios de Paula Quinteros, Cristian Pastore, Marta Gutiérrez y Julián Coronel, quienes aseguraron que Prellezo circulaba en esa época en un automóvil Fiat Uno blanco.


El arma utilizada en los hechos, por otra parte, había sido secuestrada días antes por el sub oficial Aníbal Paez y entregada al titular del destacamento de Valeria del Mar, Sergio Camaratta, quien poseía una íntima vinculación con Gustavo Prellezo.


Otro de los tantos elementos que llevaron a los jueces a la conclusión de que los hornenses habían dicho la verdad acerca de los pormenores de la ejecución de Cabezas fue la mención del segundo disparo en la cabeza de la víctima, extremo que hasta ese momento no se conocía y posteriormente fue constatado a través de la reautopsia documentada a fojas 18.391 de los autos principales.


El propio Gustavo Prellezo admitió, en sus declaraciones de fojas 20.081 y 36.572, haber reclutado al grupo de Los Hornos con el propósito de secuestrar a Cabezas. Si bien el imputado luego se desdijo, alegando haber sido inducido para declarar de ese modo y negando haber tenido alguna participación en los hechos, el tribunal no le creyó por las siguientes razones.


Prellezo afirmó que había utilizado por primera vez en la costa un Fiat Uno blanco el 25 de enero de 1997, para retornar a La Plata con Auge y sus compañeros. Sin embargo, los testigos Julio Capristo, Carlos Negrete, Claudio Paez y Miguel Ugartemendia declararon que Prellezo había utilizado el Fiat Uno durante todo el mes de enero.


El imputado también sostuvo que el 24 de enero de 1997, al mediodía, luego de prestar servicios en Mar de Ajó, se había dirigido a la vivienda que ocupaba con Silvia Belawsky en la localidad de City Bell. Esto, sin embargo, no se condice con los registros de llamadas de los celulares pertenecientes a Aníbal Luna y al imputado, de los que se desprende que el aparato celular de este último, a las 20:48 de ese mismo día, se encontraba en la zona de Pinamar. Esta comunicación habría sido mencionada también por los coimputados Retana (fs. 6666), Auge (fs. 8.152), González (fs. 7000) y Braga (fs. 9.379).


Prellezo admitió, por otra parte, que por intermedio de Camaratta había concertado el alquiler del departamento de Valeria del Mar para que José Auge y otros tres amigos pasaran unos días en la costa de vacaciones, prestándoles asimismo, su propio automóvil, un Dodge 1500, para que se pudieran movilizar en la costa.


Sin necesidad de abrir ninguna clase de juicio acerca de la generosidad de Prellezo, resulta llamativo que justamente esos cuatro amigos, a quienes les consiguiera alojamiento en la mencionada localidad balnearia y les prestara su propio automóvil para que fueran más felices, hayan aprovechado la oportunidad para participar en el secuestro y el  homicidio de José Luis Cabezas, utilizando, para ello, un Fiat Uno blanco, igual al de Prellezo, como también un revólver secuestrado días antes por numerarios de la seccional policial de Valeria del Mar, con cuyo titular el imputado tenía una especial vinculación. También resulta llamativo que en la  habitación del aquí imputado se hayan secuestrado unas esposas idénticas a las que le habían colocado a la víctima.


A todo esto se debe sumar la demostrada vinculación de Prellezo con Gregorio Ríos y Alfredo Yabrán, quien, como lo declararon los testigos, se empeñaba fuertemente en evitar su exposición pública y mantenía, debido a ello, un cierto enfrentamiento con la revista Noticias y sus fotógrafos, incluido José Luis Cabezas, uno de los pocos que habían logrado fotografiarlo.


Las respectivas versiones de los coimputados Auge, Braga, González y Retana, quienes lo señalaron a Prellezo como el responsable de su reclutamiento y el autor material de la ejecución de Cabezas, sumadas a los demás elementos de prueba que corroboran los aspectos más esenciales de tales declaraciones, así como su vinculación con Gregorio Ríos y Alfredo Yabrán, quien estaba especialmente preocupado por que no lo molestaran los fotógrafos de la revista Noticias, constituyen sólidas razones que demuestran que el imputado participó en los hechos y que mintió en su última declaración, que no concuerda racionalmente con ningún elemento de prueba.


Prellezo ha intentado valerse en su memorial de una serie de discordancias que habrían existido en algunos pasajes de las declaraciones de Auge, Braga, González y Retana, las que a su criterio demostrarían que estos habrían mentido.


No obstante, la mayoría de esas discordancias se refieren a secuencias de sus relatos que no resultan trascendentes, a mi juicio, para la demostración de la conducta atribuida a Prellezo.


El ejemplo más paradigmático de lo que vengo diciendo está dado por la discusión relacionada con la presencia de Prellezo en la fiesta de Andreani. Si bien, en este caso, el extremo de la declaración de los hornenses en el que ellos afirman haber mantenido un intercambio de palabras con Diana Solana de Baffigi y Cecilia Mastelli no coincide con el relato de estas testigos, quienes no los reconocieron ni a ellos ni a Prellezo, estas discordancias de ninguna manera alcanzan para presumir que los coimputados hayan mentido, sobre todo cuando el testigo Miguel Bogado aseguró haber visto en ese lugar a González y a Braga.


Las conclusiones de Prellezo, según las cuales esto demostraría que él no estuvo en la fiesta de Andreani y, por ende, no participó en el secuestro y homicidio de Cabezas, resultan excesivas y, sobre todo, ilógicas, pues el hecho de que los testigos no lo hayan visto o reconocido no significa que no estuviera en el lugar, como lo declararan otras personas, ni mucho menos se podría derivar, a partir de ello, que Prellezo no haya participado en las instancias posteriores del hecho.


En cuanto a las circunstancias puntuales del secuestro de Cabezas, el que los testigos Lucilo y Rafael Giménez hayan visto un solo automóvil, con cuatro personas, más una motocicleta, no necesariamente conduce a negar la presencia del imputado, pues ellos pudieron no haber visto el auto de Prellezo. En lo que respecta a la existencia de la motocicleta, los testigos únicamente afirmaron que les pareció que circulaba en apoyo de los sujetos, con lo cual ese extremo de sus declaraciones resulta totalmente incierto. Además, debido a la cantidad de intervinientes en el hecho, es obvio que las personas que se subieron al Ford Fiesta de Cabezas poseían otro vehículo de apoyo, pues de otro modo no hubiesen podido alejarse exitosamente de la cava, después de incendiar el automóvil y el cuerpo de la víctima.


 El único punto de este tramo de los hechos en el que se advierte una discordancia significativa es el que se refiere a la violencia empleada en el acto de secuestro de Cabezas, desde que los testigos mencionaron una discusión previa y algunos golpes, lo que se condice con las lesiones constatadas en el segundo informe de autopsia. Es posible que González y Braga hayan intentado mejorar su situación, omitiendo mencionar esos golpes, pero ello en nada modifica, a mi juicio, el resto de sus afirmaciones relacionadas con la participación de Prellezo. 


Tampoco resultan relevantes las dudas que plantea el imputado acerca de la compra del bidón con combustible, puesto que ni Auge ni Retana afirmaron haber tenido seguridad al respecto. Las críticas del imputado, además, se refieren a una secuencia tangencial de la reconstrucción de los hechos que, al igual que lo sucedido en la fiesta de Andreani, no deja de ser un acto preparatorio.


En cuanto a los cuestionamientos relacionados con el lugar en el que supuestamente le habrían dado muerte a Cabezas, el hecho de que no existieran manchas de sangre ni signos de arrastre del cuerpo de la víctima no alcanza para desvirtuar el relato de los hornenses, pues el mismo perito al que alude el imputado sostuvo que ello podría haberse debido a una visualización burda del lugar.


Tampoco resultan determinantes, desde mi punto de vista, las supuestas imprecisiones en que incurrieran los Horneros durante la reconstrucción del hecho en cuanto a las distancias y la ubicación del automóvil, pues, en principio y no habiendo demostrado el impugnante una incompatibilidad absoluta, resulta entendible que ciertos detalles de lo sucedido no hayan permanecido intactos en el recuerdo de los declarantes.


No puedo compartir, por otra parte, la crítica del imputado relacionada con el trayecto de los disparos, pues, tal como lo explicara el tribunal de juicio, el que haya sido ligeramente ascendente no determina que los hechos no hayan podido ocurrir como lo relataran los hornenses. La dirección de ingreso de los proyectiles es relativa, entre otras variables, a la posición de la cabeza de la víctima, de modo que bastaba con que ésta, quien se  hallaba de rodillas, tuviera su cabeza inclinada hacia abajo para que los disparos ingresaran del modo descripto en la autopsia.


Otra mención del imputado que a mi criterio tampoco conduce a poner en crisis los fundamentos del fallo es la relativa a la coincidencia de la hora en que se habría retirado de la fiesta Cabezas y el que se estableciera como el horario de su muerte, desde que las apreciaciones de los testigos y peritos sólo resultan aproximativas. Por lo tanto, los cálculos de Prellezo, según los cuales todo el proceso ejecutivo hubiese demandado cincuenta minutos y no cuarenta y cinco, lejos de desvirtuar el relato de los hornenses, desde mi punto de vista lo ratifican.


En cuanto a la valoración de los llamados telefónicos recibidos y efectuados por el celular de Prellezo entre los días 24 y 25 de enero de 1997, por más que pudiera convenirse que el sistema “Excalibur” resulta falible o que aveces existan errores en la asignación de comunicaciones debido a la sobrecarga de señales, las excusas del imputado, de todos modos, no resultan convincentes, pues, además de que ello no sucede tan a menudo como lo pretende el impugnante, tampoco resulta creíble que casualmente se haya olvidado su teléfono celular en Pinamar el mismo día en que cuatro personas le atribuyen haber participado en el homicidio de José Luis Cabezas. A todo esto se debe sumar que Silvia Belawsky declaró a fojas 34.846 y 34.847 de los autos principales que no era cierto que Prellezo estuviera en La Plata el 24 de enero de 1997, sino que el propio imputado la había presionado para que declarara de tal modo.


Tampoco resultan conducentes, en este sentido, las declaraciones de Héctor Carabati, Hugo Román y Carlos Negrete, fundamentalmente la del primero de los nombrados, no tanto por lo llamativo que resulta que éste lo haya visto solo y a esa hora de la mañana en la ruta interbalnearia, sino porque resulta mucho más creíble y acorde con el horario de regreso a La Plata la versión de los hornenses, corroborada por el testimonio de Hugo Román Pazos (fs. 20.404/20.406), quien los vio a estos retirarse muy temprano del departamento de Valeria del Mar, abordo de un Fiat Uno como el que utilizaba Prellezo. Por supuesto que también resulta llamativo que el imputado, ese mismo día, condujera de regreso a La Plata a los Horneros, minutos después de que tuviera lugar el homicidio de Cabezas.


Finalmente, en lo que respecta a la identidad de la billetera de la víctima y de la cámara fotográfica secuestrada del interior del Canal 1, se trata de cuestiones que tampoco atañen al tramo central de los hechos y a las que el tribunal de grado no les ha asignado un peso decisivo en la apreciación de la veracidad de los hornenses. Lo mismo podría decirse respecto de la identidad entre el automóvil Fiat Uno utilizado en el hecho y el que Silvia Belawsky denunciara oportunamente como robado.


Tanto Horacio Braga, como José Luis Auge, Sergio González y Héctor Retana, prestaron declaración en varias oportunidades y se refirieron ampliamente a los hechos, desde el reclutamiento en los Hornos hasta los sucesos posteriores al homicidio de Cabezas, brindando una infinidad de detalles que no hubiesen podido siquiera imaginar si hubieran querido mentir acerca de la participación de Prellezo. Las discordancias señaladas por los impugnantes, en este contexto, no alcanzan para desvirtuar la credibilidad de los hornenses, pues si bien dejan abiertos algunos interrogantes, todos ellos se encuentran referidos a aspectos no esenciales del hecho y no se comparan con las numerosas concordancias en las que se sustenta el fallo impugnado.


Por todas estas razones, no habiendo logrado la defensa ni el imputado demostrar ningún vicio relevante en el razonamiento del tribunal, el que a primera vista parece adecuado, sus planteos vinculados con la motivación del fallo deben ser rechazados.



9) I. El recurrente también se queja de que el tribunal de juicio haya valorado como un elemento de cargo la constatación de una serie de llamados telefónicos, sin conocimiento acerca de su contenido


A su criterio, “la sola existencia de comunicaciones telefónicas con independencia del total desconocimiento del contenido y de la existencia real de comunicación verbal por ese medio” resulta violatoria del artículo 19 de la Constitución Nacional, “por errónea aplicación de la regla de la convicción sincera sobre la verdad de los hechos juzgados, con desarrollo escrito de las razones que llevan a aquella convicción”.


II. No estoy de acuerdo con el defensor.


No existe una inversión de la carga de la prueba en la valoración de la existencia de comunicaciones telefónicas entre determinadas personas si, como en el supuesto de autos, de ello se obtiene solamente la presunción de que existe entre ellas una cierta vinculación. Mucho menos podría derivarse de ello una transgresión al principio de reserva (art. 19, CN). 


Nuevamente la defensa pretende mostrar como un motivo de nulidad lo que no es más que un mero cuestionamiento de carácter probatorio. 


Por supuesto que, tomadas en forma descontextualizada, las comunicaciones telefónicas constatadas entre Gustavo Prellezo y Gregorio Ríos (o el resto de los llamados mencionados a fojas 371 a 373 de la sentencia), sin conocimiento acerca de su contenido, podrían sugerir una infinidad de cosas y no necesariamente la participación del imputado en el hecho. Sin embargo, en el caso concreto, tales llamados se insertaban en una serie de acontecimientos que, a criterio del tribunal, permitían inferir que estaban vinculados con el plan criminal que derivó en la muerte de Cabezas. En este punto me remito al análisis del agravio anterior.


El siguiente pasaje del razonamiento del tribunal, que figura a fojas 238 de la sentencia, resulta lo suficientemente ilustrativo: “Al realizar una introducción antes de abordar el análisis de los hechos descriptos en la primera cuestión, dije que no era posible entender la actividad de cada uno de los acusados, si no se los entendía y contemplaba como partícipes de una vasta y compleja asociación criminal, que tenía como único objetivo hasta ahora conocido  atentar contra José Luis Cabezas para impedirle llevar a cabo su labor periodística veraniega en Pinamar”. “De tal forma actividades tan aparentemente inocuas, como el traslado de unos humildes muchachos de Los Hornos a la costa, la colaboración para facilitar un alquiler, las conversaciones telefónicas y reuniones, pasan a tener un claro sentido indiciario de contribuciones, aportes, complicidades e instigaciones...”. 


No hay ninguna regla probatoria que impida demostrar una cierta vinculación entre dos o más personas en relación con un hecho delictivo en base a presunciones, incluida la que se puede extraer, en un determinado contexto, de la constatación de una serie de llamadas telefónicas entre ellas, con independencia de su contenido. De haberse conocido el contenido de tales comunicaciones, ello hubiese configurado una prueba distinta, pero la ausencia de dicha información no impide valorar igualmente la existencia de esos llamados en conjunción con otros elementos de prueba, siempre en un marco de libertad probatoria y dentro de los límites fijados por la sana crítica (arts. 209 y 210, CPP).


Por lo tanto, no se advierte en la sentencia ningún inconveniente formal ni defecto de razonamiento derivado de la presunción del tribunal fundada en la constatación de los llamados telefónicos.


10) I. El defensor también plantea la inobservancia de lo dispuesto en el artículo 168 de la Constitución de la provincia de Buenos Aires, pues sostiene que la sentencia impugnada carece de argumentos fundantes de las nulidades que había solicitado en el debate.


Además, considera que dicha situación se agrava debido a que el fallo, en su parte resolutiva, no contiene ninguna referencia a dichos planteos formales de violación a las normas constitucionales y legales.


A su criterio, ello conduciría a la nulidad de toda la sentencia.


II. No estoy de acuerdo con el defensor.


El tribunal de juicio se ha expedido sobre todos y cada uno de los planteos que menciona la defensa, habiéndolos contestado fundadamente, según se desprende de la cuestión primera del veredicto, de manera que no se advierte cuál sería la cuestión esencial que habría sido supuestamente omitida.


En cuanto a la omisión de consignar el rechazo de todos esos planteos en la parte dispositiva de la sentencia, tampoco se advierte cuál podría ser el grave inconveniente formal que justificaría a esta altura invalidar el fallo impugnado, sobre todo cuando las cuestiones a las que se refiere la defensa, además de haber sido expresamente tratadas en la cuestión primera del veredicto, deben considerarse implícitamente rechazadas por su evidente contraposición con el resultado de la sentencia.


La doctrina de la cuestión esencial derivada del artículo 168 de la Constitución de la provincia de Buenos Aires ha sido concebida para evitar que una persona sea condenada sin haberse dado previo tratamiento a la totalidad de sus planteos defensivos, pero no para beneficiarla con cuestiones eminentemente formales como las que el recurrente pretende elevar al carácter de garantía.


Por lo tanto, no advirtiéndose ninguna omisión del tribunal que haya dejado pendiente de resolución algún planteo esencial de la defensa, corresponde rechazar la pretendida violación al artículo 168 de la Constitución de esta provincia.


11) I. Otro de los extremos del fallo que el recurrente cuestiona es la valoración, en contra de Gustavo Prellezo, de las declaraciones indagatorias prestadas por Silvia Belawsky y tres los integrantes del grupo de Los Hornos, las que fueron incorporadas al debate por lectura.


Considera que, debido a ello, la defensa no ha tenido la posibilidad de interrogar libremente a esos imputados, con excepción de Braga, quien declaró en el debate.

A su juicio, ello resulta violatorio del artículo 8.2.f. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

II. El análisis del presente agravio requiere, como primera medida, establecer si la declaración del imputado resulta válida como medio de prueba y, en tal caso, si se encuentra prevista legalmente la posibilidad de que su versión de los hechos, prestada en la investigación preparatoria, sea incorporada por lectura en perjuicio de otros imputados. Esta última cuestión, a su vez, exige determinar si dicha posibilidad, en sí misma, resulta contraria al derecho de probar y controlar la prueba de cargo, consagrado en el artículo 8.2.f de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y, con mayor amplitud, en el artículo 18 de la Constitución Nacional.

En lo que respecta al primer interrogante, si bien la declaración del imputado constituye una de las tantas formas que puede asumir su derecho de ser oído, lo que pueda decir como consecuencia del ejercicio de ese derecho no deja de constituir, por ello, una versión más de los hechos a la que la ley le atribuye claramente el carácter de prueba (arts. 308, 378 y 403 bis, CPP, 18 CN, 8.3 CADH y 14.3.g, PIDCP).

La prohibición del artículo 18 de la Constitución Nacional no se extiende al punto de impedir que la declaración del imputado sea valorada como un elemento de prueba, a favor o en contra suyo. No dice la Constitución que nadie puede declarar contra sí mismo, sino que nadie puede “ser obligado” a declarar contra sí mismo (art. 18). Desde el punto de vista gramatical hasta podría decirse que ambas formulaciones resultan excluyentes, pues al proscribir la Constitución toda clase de coacción para que el imputado confiese, implícitamente está admitiendo que la declaración del imputado, libremente formulada, podría ser valorada en su contra. De no poder confesar, no tendría ningún sentido la prohibición de obligarlo a declarar contra sí mismo. 

Del mismo modo, el código procesal, al disponer en su artículo 308 que ningún interrogatorio del imputado podrá ser tomado en consideración cuando su abogado defensor no haya podido asesorarlo sobre si le conviene o no declarar o advertirlo sobre el significado inculpatorio de sus manifestaciones, no sólo le otorga a la declaración del imputado el carácter de medio de prueba, sino que además reconoce que aquélla, en ocasiones, lo podría perjudicar. Lo mismo podría decirse respecto de las previsiones de los artículos 403 bis para el juicio directísimo y 378 para el juicio correccional.

La declaración del imputado, por lo tanto, por más que sea vertida en el juicio como consecuencia del ejercicio de su derecho de defensa, no pierde por ello su carácter de medio de prueba, como tampoco lo perderían aquellos rastros del hecho o testigos que el imputado eventualmente pudiera aportar en el mismo acto de su declaración. 

Pasando, entonces, al análisis del segundo de los interrogantes planteados, en principio podría decirse que no existe ningún óbice para la incorporación por lectura de la declaración prestada por los coimputados en la IPP.

El artículo 366 del CPP, en su redacción vigente al momento del debate, cuando regulaba en la etapa de juicio la incorporación por lectura de algunos elementos que habían sido colectados durante la investigación preparatoria, establecía soluciones diferentes en función de la naturaleza de las medidas de prueba y sus posibilidades de reproducción en la audiencia de debate.


En su inciso 1°, por ejemplo, dejaba supeditada la incorporación por lectura de las actas y dictámenes al consentimiento de todas las partes, en atención a su carácter esencialmente reproducible en forma oral. En su inciso 6°, establecía una previsión bastante similar, con menos rigores en lo que respecta al consentimiento de las otras partes, habilitando la incorporación por lectura de las declaraciones o dictámenes producidos por medio de comisión, exhorto o informe, siempre que se estimara innecesaria su reproducción en la audiencia de debate. El inciso 5°, además, permitía incorporar por lectura la prueba documental o de informes y la denuncia, dejando a salvo la facultad de las partes o del tribunal de exigir la presencia de quienes habían intervenido en tales diligencias.


En algunos casos, pues, el código dejaba librada a la voluntad unánime de las partes la incorporación por lectura de los elementos de prueba que resultaban enteramente reproducibles en el debate (inciso 1°), y en otros, en los que la agregación no dependía de esa unanimidad, igualmente les confería la facultad de exigir la comparecencia de quienes habían intervenido en tales diligencias (inciso 5°), o bien, de fundar la necesidad de su reproducción en la audiencia (inciso 6°).


Pero cuando dicha reproducción en forma oral no resultaba factible, ya sea por una imposibilidad material o por un obstáculo legal, el artículo 366 habilitaba la incorporación por lectura de determinados actos, como las declaraciones de los imputados vertidas en la IPP (inciso 2°), o las de aquellos que habían sido declarados rebeldes o condenados como partícipes del hecho punible objeto del debate (inciso 4°), o las de quienes al momento de la audiencia habían fallecido, se hallaban inhabilitados para declarar o se encontraban ausentes sin poder determinarse su paradero (inciso 3°). Lo mismo sucedía con los actos definitivos e irreproducibles mencionados en el artículo 274 (inciso 7°).

En el supuesto específico de los imputados, su eventual negativa a declarar en el debate, amparada por la garantía contra la autoincriminación prevista en el 18 de la Constitución Nacional, determinaba la imposibilidad legal de exigir la reproducción oral de sus versiones, con lo cual adquirían sentido las previsiones de los incisos 2º y 4º del artículo 366, que habilitaban expresamente la incorporación por lectura de tales declaraciones prestadas en la IPP, sin sacrificio de la regla de oralidad.

No parecería irrazonable, por ende, la solución legal de permitir, como regla general, la incorporación por lectura de las declaraciones de los coimputados, pues ellas, en principio, no podían ser reproducidas en el debate, según el criterio rector que orientaba las previsiones del artículo 366 del CPP, en su redacción vigente al momento del juicio.

En cuanto a la posibilidad de valorar la declaración de un imputado en contra de otro, si bien el inciso 2° del artículo 366 no resultaba lo suficientemente específico, el inciso 4°, en la medida en que habilitaba la incorporación por lectura de las declaraciones de los coimputados rebeldes o condenados como partícipes del hecho punible objeto del debate, no dejaba dudas de que nuestro código procesal preveía la posibilidad de valorar tales declaraciones como un elemento de prueba, inclusive en contra de otro imputado. Éste, como vimos, hasta podía verse perjudicado por su propia declaración, y además, a falta de una limitación legal específica, quedaba subsistente el principio general de la libertad probatoria, consagrado en el artículo 209 del CPP, siempre que no se suprimieran garantías constitucionales o se afectara el sistema institucional. Si los coimputados habían mentido, era una cuestión que debía quedar librada al análisis probatorio, igual que sucedía en el caso de los testigos, por más que estos últimos declararan bajo juramento de decir verdad.

Partiendo, entonces, de la base de que la propia ley procesal habilitaba, en el caso, la incorporación por lectura de las declaraciones de los coimputados, incluida la posibilidad de valorarlas en contra de Gustavo Prellezo, corresponde analizar si esto, en sí mismo, resulta violatorio del principio de defensa en juicio, puntualmente del derecho de interrogar a los testigos previsto en el artículo 8.2.f. de la CADH.

Esta cuestión, en realidad, va más allá de la problemática relativa a la incorporación por lectura de las declaraciones de los coimputados, pues, debido a la imposibilidad de exigirle a estos que respondan a las preguntas de las partes, la frustración de la mencionada posibilidad de control hasta podría surgir durante la audiencia de debate.

Las formas establecidas legalmente para la realización de los actos procesales tienen el objetivo de facilitar la protección de determinados principios constitucionales, pero no deben ser confundidas con ellos. El incumplimiento de una forma, o tal vez su respeto (en el caso de que se la considere objetable), no necesariamente tiene que derivar en un perjuicio concreto en los intereses legítimos del imputado.

Ni el derecho de defensa en juicio ni los restantes derechos reglamentados por las leyes procesales se vulneran en abstracto. Toda situación capaz de poner en crisis la validez de un acto procesal requiere la efectiva comprobación de un perjuicio concreto, con mayor fundamento cuando lo que se critica no es una inobservancia ritual sino, por el contrario, el cumplimiento de una forma expresamente prevista en la ley que el intérprete la considera poco conveniente desde la óptica de algún principio constitucional. 

En este sentido, no bastaría para fundar el agravio de la defensa la simple mención de la imposibilidad abstracta de interrogar a los imputados. En el caso de las declaraciones, así se trate de los testigos o de los imputados, la necesidad de la defensa de interrogar como forma de control se deriva, comúnmente, de las propias manifestaciones de los deponentes y suele estar dirigida, por lo general, a requerir de ellos aclaraciones, rectificaciones o eventuales ampliaciones sobre puntos omitidos.

La parte que alega una violación al derecho de defensa derivada de la imposibilidad de interrogar a un testigo o a un coimputado, por lo tanto, tiene reales posibilidades de fundar el perjuicio concreto, especificando, a la vista de la cuestionada declaración, cuáles habrían sido los puntos que hubiesen necesitado ser aclarados, rectificados o ampliados.

En el caso de autos, el recurrente se ha limitado a plantear, en abstracto, una supuesta imposibilidad de interrogar a los coimputados, lo que alcanzaría solamente para imaginar un inconveniente eventual desde la perspectiva del derecho a controlar la prueba de cargo, pero no un perjuicio concreto en el derecho de defensa, para cuya configuración, en lo que aquí interesa y siendo que la cuestionada incorporación por lectura se encuentra expresamente prevista en el código procesal, se requiere la efectiva existencia de algún punto de las declaraciones sobre el cual la defensa hubiese necesitado formular alguna pregunta de carácter esencial (arts. 201, 203 y 206, CPP). 

12) I. Por último, el recurrente considera que los jueces del tribunal, al valorar en contra de Gustavo Prellezo la declaración de su ex cónyuge, Silvia Belawsky, han infringido la prohibición del artículo 148 de la ley 3.589, vigente al momento de la aludida declaración indagatoria.

Con apoyo en dicha normativa, el abogado sostiene que el cónyuge del imputado, aún cuando estuviera legalmente separado, no podía denunciar ni ser llamado para declarar en su contra.


II. Este agravio tampoco puede prosperar.

Si bien la prohibición de declarar a la que hace referencia la defensa se encuentra, en principio, reservada para la prueba testimonial, es lógico que pueda deparar efectos, también, respecto de aquellos supuestos en los que el cónyuge declara como imputado. Esta situación es sustancialmente idéntica a la de los testigos, pues si bien los imputados no se encuentran obligados a decir la verdad, su disyuntiva, en el caso, estaría representada por la necesidad de defenderse contra la acusación, aun cuando ello pudiera perjudicar a su cónyuge, ascendiente, descendiente o hermano.

La única manera posible de salvaguardar en estos casos el principio de protección integral de la familia (art. 14 bis, CN) y, al mismo tiempo, la defensa en juicio (art. 18, CN), dada la ausencia de una previsión legal al respecto, sería permitiendo la declaración del imputado, pero sin tomar en cuenta sus aspectos perjudiciales para agravar la situación de su cónyuge o los demás parientes indicados en la disposición procesal.

De acuerdo con lo que surge de la parte dispositiva de la sentencia, el tribunal tuvo por acreditado que Gustavo Prellezo y Silvia Belawsky estaban formalmente divorciados, extremo que no ha sido controvertido. Por lo tanto, no se daba, en el caso, ninguna de las situaciones contempladas en los artículos 148 del Código de Procedimiento Penal (según la ley 3.589) y 234 de la ley 11.922, para impedir que Silvia Belawsky declarara en contra de Gustavo Prellezo.

De acuerdo con lo que establece el artículo 213 inciso 3° del Código Civil, el vínculo matrimonial se disuelve por el divorcio vincular, por lo que al momento de su declaración a Silvia Belawsky no la unía con Prellezo ninguna relación conyugal. 


Entonces, aun cuando se considerara aplicable al caso la prohibición más rigurosa de la ley 3.589, mediando entre ambos imputados una sentencia de divorcio, que, a diferencia de lo que sucede con la simple separación personal, tiene por efecto disolver el vínculo conyugal, la nulidad planteada por la defensa no podría prosperar.

13) I. El defensor oficial ante este tribunal, José María Hernández, en su memorial presentado a fojas 1097/1110 del presente legajo, solicita que se declare la extinción de la acción respecto del delito de estafa, por el que también fuera condenado Gustavo Prellezo, atendiendo a la modificación introducida por la ley 25.990 en orden a los actos procesales que pueden ser considerados interruptivos de la prescripción.

Sostiene, al respecto, que ha transcurrido el plazo previsto en el artículo 62 del Código Penal, pues computa, a tales efectos, la sentencia condenatoria de primera instancia como último acto interruptivo de la prescripción.

II. No puedo acompañar, en el caso, el planteo del defensor.

El delito de estafa, por el que fuera condenado Prellezo, constituye un hecho independiente del secuestro y el homicidio de Cabezas sobre el cual no recayera oportunamente ningún tipo de impugnación, de manera que la sentencia, en cuanto a ese punto, debe considerarse firme.

El artículo 461 del CPP, en este sentido, al regular los alcances del juicio de reenvío según el objeto procesal, establece que el Tribunal de Casación determinará cuáles son los puntos de la sentencia que se encuentran firmes, por no guardar relación de dependencia ni de conexidad con lo invalidado. 

Esta posibilidad de firmeza parcial del fallo, que el propio código procesal reconoce, obedece, principalmente, al carácter facultativo de los recursos (arts. 421 y 434, CPP). 

A diferencia de lo que sucede durante las etapas de investigación y de juicio en los delitos de acción pública, los que se rigen por los principios de legalidad y oficialidad, en la etapa recursiva rige el principio dispositivo, según el cual el conocimiento judicial queda subordinado a la voluntad de las partes y se limita, por consiguiente, a los puntos de la resolución que han sido impugnados (art. 434, CPP).

Esta imposibilidad de revisar aquellas cuestiones del fallo de primera instancia que fueron consentidas por las partes, al no haber sido impugnadas por ellas en tiempo oportuno, determina que éstas deban reputarse firmes, por lo menos cuando no se encuentren vinculadas con lo recurrido de manera tal que puedan ser modificadas.

Según los alcances de su efecto de clausura, la cosa juzgada parcial puede clasificarse en “vertical” u “horizontal”. 

En la “cosa juzgada parcial vertical”, la línea divisoria de lo que se puede revisar se refiere a distintos objetos procesales.  Esto se debe a que las normas rituales, por cuestiones de celeridad y economía procesal, tienden a la concentración, en una única resolución, de todas aquellas cuestiones que guarden relación no sólo con el objeto del proceso (conexidad objetiva), sino también con las personas sobre las que recae la persecución penal (conexidad subjetiva). En este supuesto de conexidad subjetiva, la única vinculación que existe entre las diferentes cuestiones resueltas en la sentencia es que todas ellas se refieren a un mismo sujeto, pero entre sí no poseen ninguna relación que permita identificarlas desde el punto de vista objetivo. Por el contrario, en la “cosa juzgada parcial horizontal” la división se produce dentro de un único y mismo objeto procesal, por lo que las cuestiones a ser revisadas, en principio, poseen una necesaria interrelación (véase Roxin, Claus, “Derecho Procesal Penal”. Editores del Puerto, Buenos Aires, 2000, pp. 450 y 451).

En este último caso resulta discutible la incidencia que pueda tener la impugnación parcial sobre el régimen de la prescripción de la acción, desde que lo recurrido se refiere a un mismo hecho y la disquisición, debido a ello, se torna bastante compleja. En cambio, en el caso de la cosa juzgada parcial vertical, en el que la división se realiza entre distintos objetos procesales, no existe ninguna duda de que la prescripción de la acción únicamente continúa respecto de aquellos hechos sobre los que recayera oportunamente alguna impugnación, más allá de que el éxito de ésta pueda incidir, eventualmente, en la determinación de la pena única.

Por lo tanto, cuando en una sentencia recae una condena única por varios hechos distintos (supuesto de concurso real) y las impugnaciones solamente se dirigen a cuestionar algunos de ellos, las limitaciones derivadas del principio dispositivo impiden revisar y modificar los hechos restantes, los que, debido a ello, adquieren firmeza y dejan de regirse por los plazos de prescripción (arts. 421, 432 y 434, CPP).

Por tales razones, no habiendo recaído en el presente caso ninguna impugnación referida al delito de estafa, el que no guarda relación con los demás hechos por los que fuera condenado Gustavo Prellezo y que ni siquiera hubiera podido verse alcanzado por los efectos de las nulidades planteadas en el escrito de recurso, considero que debe rechazarse el pedido de prescripción de la acción interpuesto por la defensa.

Estas consideraciones resultan extensivas, a su vez, al agravio planteado por el imputado en el punto 19 de su memorial presentado a fojas 1111/1279 del presente legajo.

14) I. El defensor ante este tribunal también se queja de que Prellezo haya sido condenado a la pena de reclusión, pues considera que esa especie de pena se encuentra derogada. 

Cita, en apoyo de su pretensión, la doctrina adoptada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los fallos “Gorosito Ibáñez, Carlos Angel” y “Argañaraz, Pablo Ezequiel”, entre otros.

Subsidiariamente, plantea la inconstitucionalidad del artículo 5 del Código Penal, debido al carácter infamante de la pena de reclusión y, además, porque las restantes consecuencias agravatorias previstas para esa especie de pena sólo se explican por aquel carácter infamante.

II. No estoy de acuerdo con el defensor.

En primer lugar, no puede afirmarse que la pena de reclusión se encuentre derogada. 

La posibilidad de emplear a los reclusos en obras públicas no es lo único que diferencia en el Código Penal a las penas de reclusión y prisión.

Si bien es cierto que la pena de reclusión se cumple en la actualidad en forma idéntica a la pena de prisión, también lo es que ambas modalidades de pena tienen previstas soluciones diferentes en lo concerniente a las posibilidades de obtención de beneficios tales como la libertad condicional (art. 13, CP) o la condicionalidad de la pena (art. 26, CP). Lo mismo sucede con la determinación de la escala penal prevista para la tentativa de delitos en los supuestos de participación secundaria (art. 46, CP). 

Por consiguiente, aun cuando la ejecución diaria de la pena de reclusión sea idéntica en la práctica a la de la pena de prisión, entre ambas modalidades de pena todavía existen diferencias legales que impiden entender que la primera de ellas se encuentra derogada.

Tampoco existen razones para sostener que la pena de reclusión resulte inconstitucional, desde que esta especie de pena carece, en la actualidad, de aquel carácter infamante con el que fuera asociada históricamente, sin que se advierta alguna vinculación entre dicha modalidad infamante, que sí se encuentra derogada, y las consecuencias más gravosas de la pena de reclusión que todavía persisten.

No es la pena de reclusión, sino su forma de compensación con la prisión preventiva lo que a mi criterio genera inconvenientes desde el punto de vista constitucional. Esta cuestión, sin embargo, no ha sido planteada y se relaciona únicamente con el cómputo de la pena impuesta, por lo que deberá ser resuelta oportunamente, durante la etapa de ejecución.

15) Por último, el defensor oficial ante este tribunal solicita que se sustituya, en el caso, la pena reclusión por la de prisión, para lo cual propone que se valoren dos circunstancias atenuantes sobrevinientes.

En primer lugar, menciona que el imputado, durante su estadía en el establecimiento carcelario, se ha dedicado al estudio universitario y ha mostrado una conducta ejemplar, reconstituyendo sus vínculos al fundar una nueva familia. 

A su criterio, dichas circunstancias proporcionan una pauta de menores necesidades de prevención especial en caso de confirmarse la condena.

En segundo lugar, considera que debe compensarse a favor de Prellezo el sufrimiento adicional recibido como consecuencia de la prolongación de la incertidumbre derivada de la irrazonable duración del proceso.

Sostiene, por ello, que como no se puede disminuir la pena, por no ser divisible, corresponde que se sustituya su especie por una más leve: la de prisión.

II. No puedo acompañar ninguno de estos planteos.

En cuanto a los estudios universitarios que se encontraría cursando Prellezo y su supuesta conducta ejemplar en el establecimiento penitenciario, así como la reconstitución de sus vínculos familiares, se trata de cuestiones que serán valoradas oportunamente durante la ejecución de la pena y que posiblemente le permitirán ir avanzando en el régimen de progresividad. Sin embargo, a la luz de los artículos 40 y 41 del Código Penal, las alegaciones de la defensa resultan insuficientes para arribar a alguna conclusión fundada acerca de la peligrosidad concreta del imputado.

Adviértase, en el caso de los estudios universitarios, que Gustavo Prellezo era oficial de policía, por lo que no podría decirse que su nivel educativo haya sido un factor que lo haya impulsado, en alguna medida, a cometer los delitos por los que fuera condenado. Esta falta de relación con la peligrosidad de Prellezo podría predicarse, también, respecto de la reconstitución de sus vínculos familiares, ya que no parece haber existido ninguna vinculación entre su antigua constitución familiar y las razones que lo llevaran a delinquir oportunamente.

Resta aclarar, en lo que respecta a la supuesta conducta ejemplar de Prellezo en el establecimiento penitenciario, que el análisis de dicha cuestión es lógicamente posterior a la etapa de determinación de la pena, desde que esta última es, por definición, la base sobre la cual se puede predicar aquel cumlimiento ejemplar. Por lo tanto, el ámbito propicio para valorar la circunstancia invocada por la defensa, que tampoco se encuentra probada en autos, es la etapa de ejecución.

En orden a la posibilidad de compensar el supuesto perjuicio ocasionado al imputado por la excesiva duración del proceso, la defensa se ha eximido de argumentar, en el caso concreto, acerca de la violación de aquella exigencia constitucional. Además, suponiendo que hubiese existido tal violación y admitiendo que dicha circunstancia pudiera ser tenida en cuenta como un parámetro más para la determinación de la pena, en el caso de autos, el perjuicio derivado de la prolongada duración del proceso, tratándose de una pena indivisible y que solo podría ser modificada en su clase, no revestiría la entidad suficiente como para justificar tan drástica disminución. 

El supuesto perjuicio invocado por la defensa tampoco posee, desde otro ángulo, la entidad necesaria como para considerar que la pena impuesta resulte desproporcionada, cruel o inhumana, teniendo en cuenta, además, que la la reclusión perpetua posee una gravedad relativamente indefinida, al estar subordinada su extinción, recién a partir de los veinte años de encierro (según la ley vigente al momento del hecho) a la concesión eventual del beneficio de la libertad condicional y su cumplimiento satisfactorio durante otros cinco años (arts. 13 y 16, CP). 

Tampoco se puede dejar de mencionar, para explicar por qué la duración del proceso no resulta suficiente fundamento para la sustitución de la especie de pena, que en el caso de autos, la elección de la pena de reclusión, en lugar de la de prisión, se justifica, entre otras razones, por la gravedad de la conducta atribuida a Prellezo, debido a su condición de policía, circunstancia que debe ser ponderada en relación con las figuras delictivas por las que ha sido condenado, dos de las cuales tienen prevista la pena más grave que prevé nuestro Código Penal (arts. 54, 80 inciso 2º y 142 bis, penúltimo párrafo, CP).

Considero, por lo tanto, que la disminución de la pena que propone la defensa no resulta justificada, por lo que sus planteos merecen ser rechazados.

16) En este punto y en los que siguen me dedicaré a responder los agravios invocados por Gustavo Prellezo en su memorial presentado a fojas 1111/1279 del presente legajo, excepto los que ya fueron tratados con anterioridad, debido a su vinculación con los planteos realizados por la defensa técnica.

I. El imputado solicita, en primer lugar, que se declare la nulidad de su detención, pues considera que las autoridades no tenían ninguna razón para proceder de ese modo. Sostiene que su intención en aquel momento era ponerse a derecho y que por eso había viajado doscientos kilómetros ese día hasta la ciudad de Dolores.

También menciona que en el acto de su detención no se le hicieron saber sus derechos constitucionales ni se le hizo entrega de una copia de la orden de detención.

Además, alega que hasta ese momento no existían suficientes elementos para fundar su detención, ya que para esa fecha únicamente se contaba con una denuncia anónima y algunos indicios contradictorios o ambiguos.

II. No puedo compartir ninguno de estos planteos.

El imputado no ha mencionado ni se advierte cuál habría sido la incidencia concreta que habría tenido la supuesta ilegalidad de la diligencia de detención respecto de la validez de la sentencia impugnada.

En aquella oportunidad, como se verá al tratar el agravio siguiente, no se obtuvieron pruebas que hayan condicionado el resultado del veredicto. Tampoco podría decirse, tal como viene planteado el agravio, que lo denunciado hubiese podido condicionar la continuidad del proceso, desde que Prellezo asegura, justamente, que su intención era estar a derecho.

El planteo, por lo tanto, si bien involucra una cuestión que no es menor, debe reputarse extemporáneo y además inconducente, porque el imputado ya tuvo la oportunidad de cuestionar la legalidad de su detención, que fue convalidada en numerosos pronunciamientos judiciales a lo largo de la investigación penal preparatoria, y porque el dictado de dicha medida cautelar no ha surtido ningún efecto que haya condicionado el resultado del fallo.

En el caso, por ende, no existe una vinculación entre lo denunciado y la sentencia definitiva que permita, por extensión, revisar los fundamentos de la resolución judicial que dispusiera oportunamente la detención del imputado (art. 450, CPP).

17) I. También se agravia Prellezo de que se secuestraran, en el mismo acto de su detención, los efectos personales que llevaba consigo, tales como su teléfono celular, su agenda y otros papeles privados.

Sostiene que la medida no tenía ninguna razón y que tampoco le fue exhibida en el caso ninguna orden judicial.

Alega, por ello, que se han violado su derecho de defensa y otras normas fundamentales.

II. Este agravio tampoco puede prosperar.

No se desprende del veredicto ni de la sentencia, ni tampoco lo ha precisado el impugnante, de qué manera habría incidido el secuestro de tales elementos en el resultado del juicio, desde que son otras las pruebas que valoraron los jueces para la acreditación de los hechos y la participación del imputado. 

Tampoco surge del memorial presentado por Prellezo, ni de la lectura del fallo, que el secuestro de tales efectos personales haya determinado la obtención de una prueba esencial, de manera que el análisis de este agravio carece de relevancia práctica en función de lo que debe ser materia de revisión en el presente recurso (art. 450, CPP).

18) I. Otra cuestión que el recurrente plantea es la nulidad de la sentencia en virtud de la incorporación de testigos de identidad reservada.

Puntualmente se queja de que el agente fiscal haya utilizado esa modalidad de declaración durante la etapa de investigación, sin que ello estuviera autorizado por la ley 3589, vigente en aquel momento. 

II. Este agravio, al igual que los dos anteriores, tampoco se relaciona con la validez del pronunciamiento impugnado, pues al tiempo del debate las partes ya estaban conocimiento de la identidad de los mencionados testigos, a los que pudieron interrogar con total amplitud.

 Por lo tanto, no habiéndose fundado el fallo en los dichos de ningún testigo cuya identidad fuera desconocida por las partes al momento del debate, el tratamiento del presente agravio carece de toda relevancia práctica.

19) I. Prellezo solicita, por otra parte, la nulidad de la primera autopsia realizada sobre el cuerpo de José Luis Cabezas. 

Sostiene que la mencionada diligencia resulta falsa en cuanto a las constataciones médicas realizadas y, además, se hace figurar en ella, como testigo, al Cabo Primero Juárez, quien en al momento de la autopsia ya no se encontraba en La Plata, sino en la Comisaría de General Madariaga.

También menciona que el médico Amado habría declarado que el cadáver, al llegar a La Plata, se encontraba cubierto con un embalaje distinto. A raíz de ello, el imputado supone que el cuerpo habría sido alterado. Sostiene, por ejemplo, que se le pudo haber efectuado en ese momento otro disparo con el arma que posteriormente se secuestrara en Mar del Plata.

II. Ninguna de las irregularidades que el recurrente menciona se hallaban previstas bajo sanción de nulidad ni en la ley ritual derogada ni en el Código Procesal Penal sancionado por la ley 11.922, por lo que rigen al respecto los artículos 305 de la ley 3589 y 201, primer párrafo, del CPP.

En cuanto a las presunciones que el imputado deriva de aquellas supuestas irregularidades, se sustentan únicamente en defectos rituales o de procedimiento que por sí solos no denotan una ilicitud.

Por ejemplo, el que el cabo Juárez no haya estado presente durante la realización de la autopsia es una circunstancia que ha sido debidamente aclarada por las personas que intervinieron en la diligencia, quienes explicaron que se había tratado únicamente de un error de redacción durante la confección del acta.

En lo que respecta al segundo disparo constatado en la cabeza de la víctima, el que a criterio del recurrente podría haber sido efectuado durante el traslado del cadáver a la morgue de La Plata, no existen suficientes razones para arribar a una conclusión semejante, sobre todo cuando de la segunda autopsia se desprende que los dos impactos de bala la víctima los habría recibido cuando todavía se hallaba con vida.

Por tales razones, no habiéndose constatado ninguna ilicitud ni existiendo razones para dudar acerca del contenido sustancial de la pieza impugnada, cuyos resultados fueron convalidados y ampliados en la segunda operación de autopsia, los planteos del recurrente deben ser rechazados.

20) I. También se queja Prellezo de la notificación que le han realizado respecto de la resolución aclaratoria de la sentencia, dictada el 2 de febrero de 2000.

Sostiene que si bien esa resolución le fue notificada al defensor, quien retiró del tribunal fotocopias certificadas de ella, no se hizo lo propio con el imputado, a quien lo notificó un empleado del servicio penitenciario en una forma irregular, sin cumplir con lo normado en el artículo 131 inciso 2º del CPP.

Considera, por ello, que la cuestionada diligencia de notificación es nula, pues no fue practicada por un funcionario judicial, no se le leyó la sentencia aclaratoria, no se le dio una copia, tampoco se le explicó el significado de lo resuelto, no se practicó la notificación en presencia de su defensor ni tampoco se le hizo saber que esa fecha era la última que contaba como comienzo de los plazos para impugnar la sentencia.

II. Este motivo de agravio tampoco puede prosperar.

Más allá de los requisitos que a criterio del recurrente debería reunir el acto de notificación, diferentes de los que se encuentran previstos en el código procesal (arts. 122 y 126), sus planteos no se dirigen a impugnar la sentencia condenatoria, sino que se refieren únicamente al perjuicio que habría sufrido el imputado a raíz del rechazo del recurso de casación por extemporáneo, realizado por esta misma sala con su integración originaria. Dicha resolución, sin embargo, ha sido revocada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por lo que el planteo de Prellezo, a esta altura, carece de actualidad.

21) I. Como otro motivo de agravio, el imputado denuncia una violación al principio ne bis in idem.

A su criterio, es inadmisible, a la luz de esa garantía, atribuir a una persona, por un mismo hecho, las figuras previstas en los artículos 80 inciso 2º y 142 del Código Penal, por un lado, y la prevista en el artículo 142 bis del mismo cuerpo legal, por el otro.

II. Este planteo no puede prosperar.

En primer lugar, el tribunal de juicio no ha condenado a Prellezo simultáneamente por los tipos penales de los artículos 142 y 142 bis del Código Penal, sino que lo ha hecho únicamente por la última de estas figuras.

En segundo lugar, no existe en el caso una superposición de delitos, al menos no más allá de lo que lo autorizan las reglas del artículo 54 del Código Penal, cuya solución respecto de las escalas penales no podría reputarse lesiva del principio ne bis in idem. 

Corresponde, por ende, rechazar el planteo intentado.

22) I. Finalmente, el imputado ofrece para su valoración lo que denomina un hecho nuevo.

Menciona, al respecto, que mientras se encontraba detenido en la Unidad 9 de La Plata, tuvo oportunidad de dialogar con un perito balístico llamado Daniel Fernández, quien le comentó que había tenido acceso a la causa de “Cabezas”, recordando que los disparos pertenecían a dos armas distintas, una calibre 32 y otra calibre 9 milímetros.

Considera que esta información resulta relevante, pues echaría por tierra, una vez más, la versión de los Horneros, quienes nunca habrían mencionado una pistola calibre 9 milímetros.

II. Este último planteo tampoco merece prosperar.

Lo que el recurrente considera un hecho nuevo, en realidad, no lo es en el sentido de los artículos 448 inciso 2º y 467 del CPP.

Los nuevos hechos que, de acuerdo con los mencionados artículos, autorizan a revisar la cosa juzgada o a excepcionar lo dispuesto en el artículo 451 del CPP respecto de la tempestividad de los motivos de agravio, son exclusivamente aquellos que “solos o unidos a los ya examinados en el proceso, hagan evidente que el hecho no existió, que el condenado no lo cometió o que el hecho cometido encuadra en una norma penal más favorable” (art. 467 inciso 4º, CPP). 

No basta, por lo tanto, con mencionar una mera circunstancia sobreviviente que permita seguir debatiendo lo mismo que se discutiera en el debate. Antes bien, el hecho nuevo capaz de remover la cosa juzgada o el principio de preclusión de los actos procesales, cuando la sentencia no se encuentra firme, debe poseer la contundencia necesaria como para revertir el contenido de la decisión, por su notoria contradicción con algo que con posterioridad aparece probado. A esto se refiere la ley cuando hace alusión a los “nuevos hechos o elementos de prueba” que “hagan evidente” la incorrección del fallo.

En el caso de autos, la circunstancia que menciona el recurrente, concretamente, la existencia de un nuevo perito balístico que afirmaría que uno de los orificios en el cráneo de la víctima, a su criterio, se correspondería con un proyectil calibre 9 milímetros, solamente constituye una opinión más, discordante con la de los restantes peritos y, por ende, carente de capacidad para tornar evidente la inexistencia de los hechos en la forma en que quedaran relatados en la sentencia. 

Por lo tanto, aun cuando para el imputado dicha circunstancia pudiera resultar relevante para demostrar que los integrantes del grupo de Los Hornos mintieron acerca del calibre de las armas utilizadas en el homicidio, habiendo precluido la etapa de debate, su instancia para seguir discutiendo los hechos en los mismos términos no podría ser encuadrada en las previsiones de los artículos 448 inciso 2º y 467 inciso 4º del CPP. 

23) Por todas estas razones, no habiendo prosperado ninguno de los planteos de la defensa, en virtud de las razones que condujeron al rechazo de los respectivos agravios interpuestos por el defensor en la instancia, luego por el defensor ante este tribunal y, finalmente, por el imputado, propongo que se rechace el recurso de casación interpuesto, con costas.

A la misma cuestión planteada, el juez Mancini dijo: 


Adhiero por sus fundamentos al voto del señor juez, doctor Celesia, con lo cual brindo la mayoría exigida.


Lo allí expuesto y la falta de otros agravios sobre la calificación legal, hacen innecesarias puntualizaciones dogmáticas que en ese aspecto pudieran ser materia de opinión doctrinaria.


Mi ya señalada adhesión, en lo que hace al delito de estafa, no empece mi opinión acerca de las facultades del revisor en el marco del artículo 435 del CPP. En el caso es clara, igualmente, la diferencia de objeto procesal y la falta de necesidad de agregar algo al respecto.


Las atenuantes que la defensa pretende por circunstancias posteriores a la comisión del delito no podrían tener relevancia. Reitero, de todos modos, que mi adhesión al voto precedente incluye mi acompañamiento sobre la fundamentación del rechazo sobre el punto.


Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el juez Mahiques dijo: 


1) Sostuve en diversos precedentes de la Sala III de este Tribunal que limitándose la vía recursiva a alguno de los hechos que integran un concurso real de delitos y no a todos, los restantes llegaban firmes y por ello no correspondía la aplicación del instituto de la prescripción de la acción penal.


2) Luego, partiendo fundamentalmente de la  previsión del artículo 435 del C.P.P. que permite el conocimiento de esta alzada “más allá de los motivos de agravio cuando eso permita mejorar la situación del imputado”, entendí que aquel criterio debía ceder ya que la mencionada posibilidad revisora, siempre a favor del imputado, impedía considerar los hechos no recurridos como pasados en autoridad de cosa juzgada, lo que habilitaba la declaración de la extinción de la acción penal por prescripción respecto aún de aquellos delitos no cuestionados en la impugnación.


3) Sin embargo, los contundentes argumentos expuestos en su voto por mi distinguido colega el señor juez Celesia sobre el particular, me llevan a la convicción de que aquella primigenia visión del asunto en trato es la que consulta adecuadamente y conjuga armoniosamente los efectos de la cosa juzgada y el instituto de la prescripción de la acción penal.

Y ello es así, aún cuando comparto con el señor juez Mancini el distinto alcance que ambos le asignamos a la capacidad revisora del Tribunal en los términos del artículo 435 del ritual, ya que ese supuesto excepcional de ampliación del conocimiento del tribunal de alzada por fuera de lo que resultó motivo de recurso, justamente por su excepcionalidad, no puede, convertirse en la regla general que obste a la declaración de la cosa juzgada, atendiendo fundamentalmente al principio dispositivo que rige en materia recursiva y a la seguridad jurídica. 

En consecuencia, la regla general debe ser que la cosa juzgada alcanza a aquellos hechos que no fueron motivo de impugnación, cuyos efectos cederán, sólo excepcionalmente, cuando la competencia del Tribunal deba ser ampliada por resultar procedentes no solo las hipótesis de los artículos 434 y 435 del C.P.P., sino al permitirle hacer extensivo los efectos favorables del remedio intentado a aquél coimputado que no recurrió la sentencia (artículo 430 ibidem), en beneficio de este último.

4) Suficientemente establecida la independencia de los hechos y los alcances de la impugnación que permiten discernir la falta de agravio respecto de uno de los delitos que integran el concurso real y la inaplicación  de lo dispuesto por los artículos 434 y 435 del C.P.P. respecto de la estafa cuya materialidad ilícita y  consecuente responsabilidad criminal se adjudicó a Gustavo Daniel Prellezo y no fue controvertida por las partes, con tales aclaraciones no puedo más que adherir, en todos sus términos, al voto del doctor Celesia en cuanto propone el íntegro rechazo del recurso en tratamiento.

Así lo voto.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por ello, y en mérito del acuerdo que antecede, la Sala II del Tribunal, por unanimidad, 

R E S U E L V E:

1) RECHAZAR EL RECURSO DE CASACIÓN interpuesto a favor de Gustavo Daniel Prellezo, por insuficiente, con costas (arts. 26, 47, 77, 201, 203, 206, 209, 210, 234, 308, 338, 366, 368, 448, 450, 454, 461 y 530, CPP).

2) A lo solicitado por el representante del particular damnificado a fojas 1290, NO HA LUGAR, en virtud de lo dispuesto en el artículo 82 del CPP, sin perjuicio de lo cual hágasele saber que la presente causa se encuentra a su disposición en la secretaría de esta Sala a fin de que tome conocimiento de lo resuelto en las instancias anteriores.

3) Regístrese, notifíquese y devuélvase la causa al tribunal de origen, a sus efectos.
Fdo: Carlos Alberto Mahiques - Jorge Hugo Celesia - Fernando Luis María Mancini.

Ante mí: Carlos Marucci.

